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RADICADO: 087584189-004-2021-00058-00 
PROCESO: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: BANCOLOMBIA S.A. NIT 890.903.938-8 
DEMANDADO: DAIRO CHOPERENA C.C. 92.126.971. 
  
 
INFORME SECRETARIAL.- Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Señor Juez, a su Despacho el proceso de la referencia. Informándole que la Dra CLAUDIA JULIANA PINEDA 
PARRA en calidad de apoderada judicial de la  parte demandante adscrita de la sociedad ALIANZA SGP S.A.S, 
solicita la TERMINACION DEL PROCESO POR PAGO TOTAL respecto a BANCOLOMBIA S.A.. Sírvase 
proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
LA SECRETARIA  

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD. Soledad,  primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024) 
 
Visto y verificado el informe secretarial, se tiene que la Dra CLAUDIA JULIANA PINEDA PARRA en calidad 
apoderada judicial de BANCOLOMBIA S.A., solicita la terminación del proceso por pago total respecto al 
pagaré número 4810095288 y asi mismo solicita se ordene continuar la ejecución del proceso respecto a la 
porción correspondiente a la entidad CENTRAL DE INVERSIONES S.A., de lo cual se constata que la petición 
cumple con los requisitos exigidos por el artículo 461 del CGP, que dice.  
 
Artículo 461. Terminación del proceso por pago. “Si antes de iniciada la audiencia de remate, se presentare 
escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la 
obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los 
embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente.” 
 
En consecuencia, se dispondrá el levantamiento de las medidas cautelares decretadas dentro del proceso que 
sirvió de base para la presente obligación.  
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, se, 

RESUELVE 
 

1. Decretase la terminación del presente proceso respecto a la parte demandante BANCOLOMBIA S.A. 
en contra del señor DAIRO CHOPERENA C.C. 92.126.971, por pago total de la obligación respecto al 
pagaré número 4810095288.  
 

2. Continuar el proceso respecto a la porción correspondiente a la entidad CENTRAL DE INVERSIONES 
S.A. 
 

3. Abstenerse de condenar en costas. 
 
                                                  NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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RADICADO: 087584189-004-2020-00078-00 
PROCESO: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: HERNANDO MIGUEL REYES YEPES C.C. 9.172.280 
DEMANDADO: YOLANDA GUARDELA C.C. 45.460.991 

 

INFORME DE SECRETARIAL,  primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Señor Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, Informándole que curador ad litem      contestó la demanda 
que nos ocupa. Sírvase proveer 

          JUNNE RADA DE LA CRUZ 

SECRETARIA  

Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

Visto el anterior informe secretarial, se tiene que la curadora ad litem DRA NICOLLE ANDREA MENDOZA 

MEDINA, designada para la defensa de la demandada YOLANDA GUARDELA C.C. 45.460.991, contestó la 

demanda que nos ocupa sin presentar recurso o excepción de mérito, se procede a estudiar si se dan los 

presupuestos para seguir adelante la ejecución. 

 
Una vez revisado el proceso bajo estudio, se encuentra que la parte demandante HERNANDO MIGUEL REYES 

YEPES, presentó demanda ejecutiva contra de YOLANDA GUARDELA, correspondiéndole por reparto a este 

Juzgado, quien mediante auto de fecha Veintiuno (21) de Agosto de Dos Mil Veinte (2.020), se libró 

el respectivo mandamiento de pago; por lo que, al ser imposible su notificación, se procedió a designar curador 

ad litem, quien contestó la demanda sin proponer excepciones o interposición de recursos, tal como se expuso, 

por lo que el despacho está en el deber de dar aplicación a lo consagrado en el artículo Código General del 

Proceso que reza: 

 
“...Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto 
que no admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que 
posteriormente se embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el 
cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la 
liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado”. 

 
En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado 

 

R E S U E L V E 

1. Seguir adelante la ejecución en contra del demandado YOLANDA GUARDELA C.C. 45.460.991, para 

el cumplimiento de las obligaciones  determinadas en el mandamiento de pago. 

 
2. Alléguese la liquidación del crédito. 

 
3. Condénese en costas a la parte demandada. Liquídense por secretaria. 

 
4. Notifíquese el presente auto por estado. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL. Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que la parte demandante allega 
constancia de notificación del demandado y solicita se siga adelante la ejecución. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ  
  SECRETARIA  

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA A 
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, primero (01) 
de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que la parte demandante KELLY ELENA ALVARINO 
SUAREZ, por medio de su apoderado judicial aporta constancia de notificación por correo electrónico al 
demandado CARLOS JAVIER FONSECA GALVIS y solicita se siga adelante la ejecución.  
 
De la certificación aportada expedida por la empresa TEMPO EXPRESS donde consta que la CITACION para 
diligencia de notificación personal y notificación por aviso, el despacho verifica que se ajustan a lo establecido 
en el artículo 8 de la Ley 2213 de 2022, por consiguiente, se tendrán por debidamente notificados del auto que 
libra mandamiento de pago, de fecha Primero (1°) de Junio de dos mil veintitrés. 
 
Teniendo en cuenta que los demandados guardaron silencio sin hacer uso del término concedido por la ley para 
contestar la demanda, presentar excepciones o recursos, el Despacho está en el deber de dar aplicación a lo 
consagrado en el artículo 440 de la Ley 1564 de 2012, que reza: 
 

 “...Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto que no 
admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, 
si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en 
el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado”.  

 
Por lo que se, 

RESUELVE 
 

1. Seguir adelante la ejecución contra el demandado CARLOS JAVIER FONSECA GALVIS, para el 
cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento de pago.  
 

2. Ordénese el avalúo y remate de los bienes embargados, si los hubiere, o los que se lleguen a embargar. 
 

3. Requiérase a las partes para que practiquen la liquidación de crédito, conforme a lo establecido en el 
art. 446 del C.G.P. 
 

4. Condénese en costas a la parte demandada. Liquídense por secretaría. 
 

5. Notifíquese el presente auto por estado. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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RADICADO: 087584189-004-2019-00494-00 
PROCESO: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: RAMON ORTIZ MEJIA C.C. 19426355 
DEMANDADO: LUZ MARINA VALENCIA GALEANO C.C. 22.428.505 Y HECTO EDGARDO BARRIOS 
CUELLO C.C. 8.745.200 
  
 
INFORME SECRETARIAL.- Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia. Informándole que el apoderado judicial de la parte 
demandante Dr. EDELBERTO AGUSTIN GUERRA BOLAÑO, como la apoderada judicial de la demandada 
Dra. LUZ MARINA VALENCIA, solicitan la TERMINACION DEL PROCESO POR PAGO TOTAL. Sírvase 
proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
LA SECRETARIA  

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD. Soledad,  primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024) 
Visto y verificado el informe secretarial, se tiene que mediante memorial de fecha  11 de enero del 2024, el Dr 
EDELBERTO AGUSTIN GUERRA BOLAÑO en calidad apoderado judicial de la parte demandante RAMON 
ORTIZ MEJIA, solicita la terminación del proceso previo pago de saldo pendiente de liquidación de crédito y 
costas. 
 
Así mismo, en fecha 12 de enero del hogaño, la DRA. LEDA PAOLA MOSQUERA RODRIGUEZ en calidad de 
apoderada judicial de la demandada LUZ MARINA VALENCIA GALEANO, igualmente solicita se dé por 
terminado el proceso y en el mismo se ordene la devolución de dineros allegado al proceso posterior al pago 
de la obligación. 
 
Pues bien, reexaminado el expediente se evidencia acta de entrega de depósito judicial de fecha 20 de febrero 
del 2024 a la parte demandante por medio de su apoderado, con saldo en 0, es decir que se cubre el total de 
la obligación, como se observa en el pantallazo anexo: 
 

 
De lo anterior, se constata que la petición cumple con los requisitos exigidos por el artículo 461 del CGP, que 
dice.  
 
Artículo 461. Terminación del proceso por pago. “Si antes de iniciada la audiencia de remate, se presentare 
escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la 
obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los 
embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente.” 
 
De conformidad a lo anterior, resulta procedente dar por terminado el presente proceso, y en consecuencia, se 
dispondrá el levantamiento de las medidas cautelares decretadas dentro del proceso que sirvió de base para 
la presente obligación y así mismo la devolución de dineros excedentes al pago de la obligación a la demandada 
por medio de su apoderada, por existir dinero en el BANCO AGRARIO a favor de este proceso.  
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, se, 
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RESUELVE 

 
1. Decretase la terminación del presente proceso seguido por RAMON ORTIZ MEJIA en contra de LUZ 

MARINA VALENCIA GALEANO, por pago total de la obligación.  
 

2. Ordénese el levantamiento de medidas sobre los bienes, muebles e inmueble y/o dineros, y demás 
bienes que se hayan embargado dentro presente proceso de propiedad de la señora  LUZ MARINA 
VALENCIA GALEANO,  por no encontrarse en el expediente constancia de embargo de remanente 
que recaiga sobre el mismo. 
 

1. En caso de existir, hágase la devolución de dineros a la parte demandada como resultado de 
descuentos ordenados en las medidas cautelares por medio de su apoderada judicial DRA LEDA 
MOSQUERA RODRIGUEZ.  
 

2. Abstenerse de condenar en costas. 
 

3. Cumplido lo anterior, archívese el presente proceso. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

          MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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Informe secretarial: Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que se encuentra pendiente resolver la 
solicitud de ilegalidad del auto de fecha AGOSTO 06 DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) y  seguir adelante la 
ejecución.  Sírvase proveer. 

 
JUNNE RADA DE LA CRUZ 

SECRETARIA 
 
Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene las siguientes solicitudes: 

1. El apoderado judicial de la parte demandante solicita: “DECLARAR la ilegalidad del auto de fecha 06 

de agosto del 2021, notificado mediante estado de fecha 09 de agosto del mismo año, además 

manifiesta en sus argumentos lo siguiente: 

““De lo anterior se advierte que si bien fue realizada la notificación a los demandados FABIOLA SANDOVAL 

C.C. 37.556.203 y FIDEL PEÑALOSA MARTINEZ C.C. 91.346.822, lo cierto está en que no hay lugar a dictar 

sentencia o auto de seguir adelante la ejecución, por encontrarse indebidamente notificados los demandados, 

al ser realizada una ola notificación para los dos demandados; siendo lo correcto de manera individual; es decir 

in formato de notificación para el señor FABIOLA SANDOVAL y otro para el demandado señor FIDEL 

PEÑALOSA MARTINEZ” Sin embargo, el despacho se encuentra actuando con falta de observancia al 

expediente y al memorial radicado el día 05 de octubre del año 2021, el cual aporto los siguientes documentos 

DE MANERA INDEPENDIENTE, así: 1. CERTIFICADO NO. 63273997 DE NOTIFICACION POR AVISO ART 

292 DEL CGP, enviada a FABIOLA SANDOVAL y su respectivo formato debidamente cotejado. 2. 

CERTIFICADO NO. 63273993 DE NOTIFICACION POR AVISO ART 292 DEL CGP, enviada a FIDEL 

PEÑALOSA y su respectivo formato debidamente cotejado. Conforme a lo anterior, el suscrito apoderado no 

ha actuado en esta etapa procesal de manera incorrecta, puesto que cada una de las notificaciones por aviso 

fueron enviadas de manera individual, tal y como se puede percatar en los documentos antes aportados y que 

se apoderaran nuevamente en el presente escrito. Por consiguiente, no hay lugar a negar la solicitud de dictar 

auto que sigue adelante la ejecución dispuesto en el artículo 440 del CGP.” 

Procede el Juzgado a resolver SOLICITUD de parte del DR JAIME ANDRES ORLANDO CANO en calidad de 

apoderado de la parte demandante del presente proceso, la DECLARATORIA ILEGALIDAD al Auto de fecha 

06 de agosto del 2021, en cual  se decretó: 

“ 1. No acceder a darle tramite a las notificaciones presentadas para dictar sentencia anticipada, de acuerdo a 

lo expuesto en la parte considerativa de este proveído. 2. Requiérase a la parte demandante para que realice 

las notificaciones del demandado y aporte las constancias requeridas para proseguir con el trámite 

correspondiente.” 

Descendiendo a la situación bajo examen, alega el apoderado de la parte demandante que aportó tanto la 
citación personal como la notificación por aviso d en formatos diferentes para cada demandado, FABIOLA 
SANDOVAL y FIDEL PEÑALOSA MARTINEZ , no obstante, como bien señala el mismo, el memorial donde 
aporta las notificaciones de manera correcta es de fecha “05 de octubre del año 2021”, como es evidente 
posterior a la decisión del 6 de agosto del 2021, lo cual indica, que en su momento de dicha fecha, se tomó la 
decisión correcta de acuerdo a  los elementos aportados al expediente digital. 
 
De acuerdo a lo anterior, no se puede indilgar que esta agencia judicial, en actuar caprichoso y/o desmedido 
que vaya en contravía del debido proceso o que ponga en riesgo los derechos de cualquiera de las partes 
intervinientes en el presente asunto, pues la decisión que hoy se censura por la parte demandante, fue 
consecuencia de la negligencia y/o error de parte, porque aportó un formato citando a los demandados. 
 
Así las cosas, no se predica ilícita, ni constituye un yerro jurídico, la providencia de fecha 6 de Agosto de 2021, 
por la cual no se accedió a ordenar seguir adelante la ejecución. 
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1. Solicitud de ORDENAR Seguir adelante la Ejecución contra los Demandados; 

 

En lo que concierne a la notificación de los demandados FABIOLA SANDOVAL C.C. 37.556.203 Y FIDEL 

PEÑALOSA MARTINEZ C.C. 91.346.822, se tiene que a los mismos se notificó mediante citatorio y notificación 

por aviso, entregadas en las fechas 6 y 29 de septiembre del 2021, respectivamente, siendo  en el lugar de 

notificación  declarado en la demanda en la Calle 56 Carrera 7 – 04 ciudadela, con la constancia de ambas 

recibidas por ARTURO CASTILLO.  

1. Demandada FABIOLA SANDOVAL C.C. 37.556.203: 

 

 

 

2. Demandado FIDEL PEÑALOSA MARTINEZ C.C. 91.346.822: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Así las cosas, y de acuerdo a lo reglado por la ley 2213 de 2022 que a la letra reza:  

“ARTÍCULO 8o. NOTIFICACIONES PERSONALES. Las notificaciones que deban hacerse personalmente 

también podrán efectuarse con el envío de la providencia  
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respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 

realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban 

entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio. 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la 

dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma 

como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la 

persona por notificar. 

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> La notificación personal se entenderá realizada una vez 

transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del 

día siguiente al de la notificación. 

Para los fines de esta norma se podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del recibo de los correos 

electrónicos o mensajes de datos. 

Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la parte que se considere afectada 

deberá manifestar bajo la gravedad del juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no 

se enteró de la providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los artículos 132 a 138 del Código General 

del Proceso” 

Así las cosas, y en virtud de que los demandados no hicieron uso del término concedido por la ley para contestar 

la demanda, presentar excepciones o recursos, este Despacho está en el deber de dar aplicación a lo 

consagrado en el artículo 440 de la Ley 1564 de 2.012 que reza: 

 

 “...Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto que no 

admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se 

embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones 

determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al 

ejecutado.” 

Por lo que, se, 

RESUELVE 

1. Negar solicitud de ilegalidad por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

2. Seguir adelante la ejecución en contra de los demandados FABIOLA SANDOVAL C.C. 37.556.203 Y 

FIDEL PEÑALOSA MARTINEZ C.C. 91.346.822 para el cumplimiento de las obligaciones 

determinadas en el mandamiento de pago.  

3. Requiérase a las partes para que practiquen la liquidación de crédito conforme a lo establecido en el 
art. 446 del C.G.P 

 
4. Condénese en costas a la parte demandada. Liquídense por secretaria. 

 
5. Notifíquese el presente auto por estado. 

 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 
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Primero (01) de abril de Dos Mil Veinticuatro (2024). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por CLARA ELOSISA BARRIOS 

CARRILLO, actuando en nombre propio, contra CLINICA LA VICTORIA S.A.S., por la 

presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

PRIMERO:  Que si bien  es cierto  el día 25  enero de 2024  presente formalmente  ante  la  CLINICA 

LA VICTORIA  S.A.S una solicitud  para que me resolviera dentro  del marco constitucional  lo 

pedido  

SEGUNDO: dentro de la petición  se le solicito  a la Clínica arriba  mencionada  copia  de la 

HISTORIA CLINICA  Y NOTAS DE ENFERMERIA TRANSCRITAS  de la atención  medica  prestada 

a mi hija  fallecida  YERLIS  PAOLA LOGREIRA BARRIO ( Q.E.P.D).  

TERCERO Dicha solicitud   la realice  en mi calidad  de Madre  y el derecho  que me asiste a tener 

conocimiento de la atención  y procedimientos que fueron realizados a mi  hija , acreditando con el 

respectivo  registro de defunción  su deceso,  el parentesco  con el registro  civil  de nacimiento  ,  

copias  de la cedulas  de ciudadanías  y las razones que demandaban   su conocimiento. 

CUARTO :  es importante resaltar  que  muy  a pesar  de que la historia  clínica  en el es un 

documento la jurisprudencia   ha sido  clara  en establecer  que  esta debe   legal  la ser entregada 

a los familiares del paciente que fallece o del paciente sin previa autorización, para lo cual se 

requiere que se satisfagan los siguientes requisitos definidos por la Corte en la sentencia y los cuales 

dentro del presente asunto  se encuentran cumplidos.  

QUINTO.  Hasta la fecha CLINICA LA VICTORIA  S.A.S muy a pesar de haberme acercado  a la 

clínica  esta no  ha dignado a resolverme  de fondo  el objeto de inquietud conculcando 

flagrantemente  mi derecho  constitucional  de petición al pretermitir los términos establecidos  en 

esta norma superior. 

PRETENSIÓNES. 

  

Por lo anterior solcito muy respetuosamente señor Juez Tutelar los derechos constitucional de 

PETICION   conculcado  por CLINICA LA VICTORIA  S.A.S  al pretermitir  los términos  

contusiónales  dentro de la solicitud  de fecha día 25  enero de 2024  y como consecuencia   ello.  

  

PRIMERO: Que se ordene a la CLINICA LA VICTORIA  S.A.S  que  en el término improrrogle  

resuelva  de fondo  el objeto de inquietud  con la entrega  HISTORIA CLINICA  Y NOTAS DE 

ENFERMERIA TRANSCRITAS  de  atención  medica  prestada a mi hija  fallecida  YERLIS  PAOLA 

LOGREIRA BARRIO ( Q.E.P.D).  Quien en vida  se identificó  con la cedula  Numero.1.007174.501   
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SEGUNDO: Tutelar Todos a aquellos derechos que usted considere proteger y vincular a todos 

aquellos que considere dentro de esta acción para salvaguardar los derechos fundamentales 

vulnerados.” 

 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 29 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada CLINICA LA VICTORIA S.A.S., para que 

dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen por 

DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

El Accionado, CLINICA LA VICTORIA S.A.S., el 29 de febrero de 2024, contesto a los 

hechos lo siguiente: 

“Solicitamos que la presente tutela sea desestimada, con base en los hechos en que se fundamenta, 

dado que, a la fecha de la presentación de este informe, ya se han superado los hechos que dieron 

origen al ejercicio de la misma. Adjunto al presente se encontrarán las respectivas constancias que 

acreditan que esta institución, mediante mensaje de datos de fecha 29 de febrero de 2024, otorgo 

respuesta a todas y cada una de las pretensiones formuladas por el accionante mediante petición de 

fecha 25 de enero de  2024. 

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PETICIONES 

 

Conforme a la información plasmada en este informe y sus correspondientes anexos, muy 

respetuosamente solicitamos al despacho que se declare la carencia actual de objeto por 

hecho superado y consecuentemente se abstenga de impartir las ordenes solicitadas en la 

tutela presentada por los accionantes.” 

 

COMPETENCIA 

 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 
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objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 

2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 

protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su aplicación como 

derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de importancia y de resorte, 

siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte Constitucional cuando señala lo 

siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de obtener pronta 

resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera irrespetuosa. Es en la 

resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho adquiere toda su dimensión como 

instrumento eficaz de la participación democrática, el derecho a la información y la efectividad de 
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los demás derechos fundamentales. El derecho de petición es uno de los instrumentos fundamentales 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se pueden hacer valer muchos otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el 

derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y ELEMENTOS 

ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 

El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda persona a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones 

privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución[13]. El marco jurídico de esta 

garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 

Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 

situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 

requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que tienen carácter reservado, entre 

estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el Legislador previó la posibilidad de que, en 

casos como estos, tales documentos puedan ser solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo 

del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no 

requiere de representación a través de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o 

escrita[17], a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 

  

No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 
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En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 

incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 

sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 

  

Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 

(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, 

en virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de 

petición cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o 

ambiguas[32], al considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve 

sustancialmente la materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, 

la respuesta, puede implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los 

intereses del peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la 

respuesta dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 
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La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 

al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 

 

Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 

  

“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto) 

  

En cualquier caso, tal y como se señaló en la Sentencia T-888 de 2014, para responder una petición 

no basta con señalarle al solicitante las dificultades en la administración de la información requerida, 

“para dar respuesta de fondo al asunto, la administración no puede trasladar al peticionario las fallas 

o deficiencias en el manejo de la información solicitada”, consideración que tiene mayor relevancia 

cuando se encuentran amenazados o vulnerados otros derechos fundamentales. 

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la 

democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí 

el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

                                                           
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-058-18.htm#_ftn35
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-058-18.htm#_ftn36


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 
 

RADICACIÓN: 08-758-41-89-004-2024-0014400 

ACCIÒN DE TUTELA 

Accionante: CLARA ELOSISA BARRIOS CARRILLO C.C. 32.664.632 

Accionado: CLINICA LA VICTORIA S.A.S. 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre 

en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. 

Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza 

funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 

deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la 

Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder 

dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 

de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

 

ANALISIS DEL CASO CONCRETO   
 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que el día 25 enero de 2024 presento 

derecho de petición ante la accionada, de varios documentos. Hasta la fecha la accionada, no 

ha resuelto la misma. 

A su turno, el accionado CLINICA LA VICTORIA S.A.S., manifiesta que mediante 

mensaje de datos de fecha 29 de febrero de 2024, otorgo respuesta a todas y cada una de las 

pretensiones formuladas por el accionante mediante petición de fecha 25 de enero de 2024. 

De las pruebas obrantes, dentro del plenario encuentra el despacho, que la accionante 

efectivamente invoco su derecho fundamental de petición ante la accionada, asi mismo, da 

cuenta el despacho que la accionada en su respuesta aporta constancia de la remisión del 

mismo a la actora, tal como se puede constatar en el pantallazo anexo.  
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Así las cosas, se advierte que se ha configurado un hecho superado, como consecuencia de la 

desaparición del hecho que amenazaba el derecho invocado, tal y como lo ha sostenido en reiteradas 

ocasiones la jurisprudencia constitucional, de modo que, si la situación de hecho de la cual esa 

persona se queja ya ha sido superada en términos tales que la aspiración primordial en que consiste 

el derecho alegado está siendo satisfecho, la decisión que pueda emitir el juez de tutela no tendría 

ninguna resonancia frente a la posible acción u omisión de la accionada y en este caso, es claro que 

a la parte accionante se le resolvió por parte de la accionada, el fundamento de su pretensión de tutela 

observando este Despacho que ha cesado la vulneración al derecho de petición alegado, 

sobreviviendo improcedente la acción.   
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO 

PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho fundamental 

de DERECHO DE PETICION invocado por el accionante CLARA ELOSISA BARRIOS 

CARRILLO, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

TERCERO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

CUARTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal

Juzgado Municipal

Civil 005
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INFORME SECRETARIAL – Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que la DRA JENIFFER KATHERYNE 
URQUIJO VARGAS en calidad de apoderada judicial de la parte demandante aporta  liquidación de crédito. 
Sírvase proveer.  
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
SECRETARIA  

 
Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que la DRA JENIFFER KATHERYNE URQUIJO 
VARGAS, apoderada judicial de la parte demandante aportó liquidación de crédito en memorial de fecha 31 de 
Enero del 2022, sin embargo, siendo revisada la mencionada liquidación, encuentra el Despacho no se dan los 
presupuestos para darle trámite a la misma, en virtud a que no se encuentra detallado el porcentaje de los 
intereses moratorios mes por mes, tal y como se encuentra determinado por la Superintendencia Financiera.  
 
Así las cosas, este Despacho no accederá a dar trámite a la liquidación presentada. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Soledad,  

 
R E S U E L V E. 

 
1. No acceder a la solicitud de correr traslado de la liquidación de crédito presentada nuevamente, de 

acuerdo a lo expuesto en la parte motiva del proveído. 
 

2. Dejar sin efecto la fijación en lista de fecha 10 de Marzo del 2022 respecto a la casilla 1. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
   
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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MANERA TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE 

SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

 

JRD  

Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 

www.ramajudicial.gov.co  

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

 
RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00497-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR 
DEMANDANTE: BANCOLOMBIA S.A. NIT. 890.903.938-8 
DEMANDADO: MARCOS GUILLERMO MOGOLLON ORTEGA C.C. 1.143.127.791. 
  
 
INFORME SECRETARIAL.- Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Señor Juez, a su Despacho el proceso de la referencia. Informándole que LA dra DIANA ESPERANZA 

LEÓN LIZARAZO en calidad de apoderada judicial  de la  parte demandante, solicita la TERMINACION 

DEL PROCESO POR PAGO TOTAL. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
LA SECRETARIA  

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD. Soledad,  primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024). 
 

Visto y verificado el informe secretarial, se tiene que la Dra DIANA ESPERANZA LEÓN LIZARAZO 

en calidad apoderada judicial de BANCOLOMBIA S.A., solicita la terminación del proceso por pago total, de lo 
cual se constata que la petición cumple con los requisitos exigidos por el artículo 461 del CGP, que dice.  
 
Artículo 461. Terminación del proceso por pago. “Si antes de iniciada la audiencia de remate, se presentare 
escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la 
obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los 
embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente.” 
 
En consecuencia, se dispondrá el levantamiento de las medidas cautelares decretadas dentro del proceso que 
sirvió de base para la presente obligación.  
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, se, 

RESUELVE 
 

1. Decretase la terminación del presente proceso seguido BANCOLOMBIA S.A. en contra de MARCOS 
GUILLERMO MOGOLLON ORTEGA, por pago total de la obligación.  
 

2. Ordénese el levantamiento de medidas sobre los bienes, muebles e inmueble y/o dineros, y demás 
bienes que se hayan embargado dentro presente proceso de propiedad de MARCOS GUILLERMO 
MOGOLLON ORTEGA, por no encontrarse en el expediente constancia de embargo de remanente 
que recaiga sobre el mismo. 
 

1. En caso de existir, hágase la devolución de dineros a la parte demandada como resultado de 
descuentos ordenados en las medidas cautelares.  
 

2. Abstenerse de condenar en costas. 
 

3. Cumplido lo anterior, archívese el presente proceso. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

          MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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INFORME DE SECRETARIAL,   primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que se encuentra pendiente resolver la solicitud 
de seguir adelante la ejecución. Sírvase proveer. 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 

SECRETARIA 

Soledad,   primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el DR ALEXANDER ORTIZ ORELLANO en calidad de 

apoderado judicial de la parte demandante solicita se siga adelante la ejecución, para lo cual aporta las constancias 

de notificación del demandado por correo electrónico. 

 

Una vez verificado el expediente que nos ocupa, se observa que el apoderado judicial de SOLUCIONES EFECTIVAS 
M&C S.A.S. presentó demanda ejecutiva singular, en contra de JULIANA PATRICIA PEREZ TORRES identificado 
con la C.C. 44.151.005 y MARIA YISEL VERGARA AREVALO identificado con la C.C. 22.741.689, la cual se libró 
mandamiento de pago mediante auto de fecha nueve (09) de agosto dos mil veintitrés (2023). 
 

En lo que concierne a la notificación del demandado, se tiene que fue enviado a la dirección electrónica de los 

demandados julianapatricia55@hotmail.com y marygis0205@hotmail.com, respectivamente, que fueron indicadas por 

la parte demandante en la demanda. 

 

Para tal efecto, se aportó, el certificado aportado por la empresa de NOTIFICACIONES TECHNOKEY donde se 

evidencia el respectivo acuso de recibido así:  

 

1. JULIANA PATRICIA PEREZ TORRES: julianapatricia55@hotmail.com 
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2. MARIA YISEL VERGARA AREVALO: marygis0205@hotmail.com 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Así las cosas, y de acuerdo a lo reglado por el artículo 8° de la Ley 2213 del 2022, que a la letra reza:  

 

“ARTÍCULO 8o. NOTIFICACIONES PERSONALES. Las notificaciones que deban hacerse personalmente 

también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 

electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de 

previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el 

mismo medio. 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la 

dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma 

como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a 

la persona por notificar. 

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> La notificación personal se entenderá realizada una vez 

transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del 

día siguiente al de la notificación. 
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Para los fines de esta norma se podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del recibo de los 

correos electrónicos o mensajes de datos. 

Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la parte que se considere 

afectada deberá manifestar bajo la gravedad del juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo 

actuado, que no se enteró de la providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los 

artículos 132 a 138 del Código General del Proceso” 

 

Y transcurrido el término indicado para tal efecto, sin que haya hecho, uso del término concedido por la ley para 

contestar la demanda, presentar excepciones o recursos, por lo que este Despacho está dará aplicación a lo 

consagrado en el artículo 440 de la Ley 1564 de 2.012, que se transcribe a continuación: 

 

 “...Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto que no admite 

recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, si fuere 

el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el 

mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado.”. 

 

Por lo que, se, 

RESUELVE 

 

1. Seguir adelante la ejecución en contra del(a) demandado(a) de JULIANA PATRICIA PEREZ TORRES 

identificado con la C.C. 44.151.005 y MARIA YISEL VERGARA AREVALO identificado con la C.C. 

22.741.689, para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento de pago. 

2. Requiérase a las partes para que practiquen la liquidación de crédito conforme a lo establecido en el art. 446 
del C.G.P 
 

3. Condénese en costas a la parte demandada. Liquídense por secretaria. 
 

4. Notifíquese el presente auto por estado. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL –  primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que el DR. RAFAEL JESÚS FLOREZ 
RODRIGUEZ actuando en calidad de apoderado de la parte demandante solicita oficiar a la EPS SURA. Sírvase 
proveer. 
  

     JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                                                  LA SECRETARIA 

   
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD - Soledad, 
primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
Visto el informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante solicita  lo siguiente: “Oficiar 
a la entidad promotora de salud, EPS SURAMERICANA S.A, de brindar la información sobre quien es el empleador 
que realiza los pagos de seguridad social (salud y pensión) de la demandada, STEVEN DE JESUS BARROS 
BARRIOS C.C 1.042.438.478, con base en el artículo 593 del Código General del Proceso y a fines de que las 
pretensiones formuladas en la demanda no sean inocuas”. 

Reexaminado  el expediente y la solicitud, mediante el cual, el apoderado judicial, que previo derecho petición que 
el mismo , solicia,  se oficie a la eps a fin informe el empleador del demandado STEVEN DE JESUS BARROS 
BARRIOS C.C 1.042.438.478, siendo  procedente de acuerdo a las facultades y poder jurisdiccional de articulo 42 
y 43 del CGP, que a letra dice: 

“Artículo 42. Deberes del juez. Son deberes del juez:  
 
1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, adoptar las medidas conducentes para 
impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la mayor economía procesal.” 
 
“Artículo 43. Poderes de ordenación e instrucción. El juez tendrá los siguientes poderes de ordenación e 
instrucción: 
 
4. Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante haber sido solicitada por el interesado, 
no le haya sido suministrada, siempre que sea relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de 
este poder para identificar y ubicar los bienes del ejecutado.” 
 
Por lo que el Despacho, 
     RESUELVE: 

1. Oficiar a la EPS SURAMERICANA S.A para que dicha entidad suministre e informe a este despacho, 
información de empleador y dependencia de seguridad social del demandado STEVEN DE JESUS 
BARROS BARRIOS C.C 1.042.438.478. Líbrese oficio de rigor.  

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL –  primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que una vez ordenado entrega de titulo en 
fecha 16-01-2024 dentro del proceso de la referencia se encuentra que se hizo el pago total de la liquidación de 
crédito y costas. Sírvase proveer.  
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              

     JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                                                  LA SECRETARIA 
   
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD - Soledad, 
primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Visto el informe secretarial que antecede, se tiene que dentro del proceso de la referencia, no se encuentra saldo 
pendiente por pagar a la parte demandante. 

Siendo revisado el expediente se advierte en efecto que dentro del expediente indicado se hizo pago total de la 
obligación, siendo que en la fecha  16 de Enero del 2024 se hizo pago de saldo pendiente de la liquidación de 
crédito y costas, de acuerdo acta de entrega vista en pantallazo: 

 

En razón a lo anterior, y como quiera que la mencionada obligación fue cubierta con los títulos descontados a la 
parte demandada, este Despacho procederá a decretar la terminación oficiosa del presente proceso. 

Así las cosas, puede afirmarse que el objeto del proceso ejecutivo, cuando la obligación se refiera a una cantidad 
de dinero, es lograr su cancelación total y una vez cumplida esta procede la terminación del proceso. 

La anterior decisión se encuentra soportada en lo dispuesto el artículo 461 del Código General del Proceso en el 
que se preceptúa lo siguiente “Terminación del proceso por pago. Si antes de iniciada la audiencia de remate, se 
presentare escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de 
la obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los 
embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente...” 
 
Atendiendo la norma en cita y de las consideraciones expuestas por el Despacho, se procederá a ordenar la 
terminación del proceso. 
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Por lo que el Despacho, 
     RESUELVE: 

1. Decretar la Terminación por Pago Total de la Obligación dentro del Proceso Ejecutivo Singular Promovido 
por COOPERATIVA MULTIACTIVA “COOMULPEN  contra EFRAIN URANGO OSPINO CC. No 
72.099.588 y RAUL RODRIGUEZ SAMPER, CC . 7.469.172. 
 

2. Decrétese el DESEMBARGO, de los bienes y dineros trabados en este proceso. Líbrese oficios de rigor  
y hágase entrega de los mismos.  

 
3. En caso de existir, ordenar la devolución de dineros descontados a la parte demandada en razón de las 

medidas cautelares de este proceso. 
 

4. Hágase entrega a la parte demandada, del desglose de los documentos que sirvieron de base para el 
cobro de la presente obligación, lo anterior previa cancelación del arancel judicial.  

 
5. Archívese el expediente. 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
 

 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por LEIDER ALBERTO MAZO 
ZAMBRANO, actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE 
DE SOLEDAD – IMTTRASOL, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. Sírvase 
proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024). 
 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por LEIDER ALBERTO MAZO 
ZAMBRANO, actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE 
DE SOLEDAD – IMTTRASOL, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

En virtud de lo motivado el Juzgado,  
 

R E S U E L V E 
 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por LEIDER ALBERTO MAZO ZAMBRANO, 

actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 
SOLEDAD – IMTTRASOL, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 

2. OFICIAR: al INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – 
IMTTRASOL, a fin de que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de 
la presente comunicación, se sirva a rendir un informe detallado conforme a los hechos expuestos en 
sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a que la actora notifique a la entidad a través de correo 
electrónico y allegue constancia a este Despacho de la notificación.   
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

4. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal

Juzgado Municipal

Civil 005

Soledad - Atlantico
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 915775f1ebf0ce1b60f00787e70c2aee1d71332d9ac491e73ab16fcb7adbb674

Documento generado en 01/04/2024 09:49:35 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por HAROL MAURICIO LUGO 
ORTIZ, actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 
SOLEDAD – IMTTRASOL, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. Sírvase 
proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024). 
 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por HAROL MAURICIO LUGO ORTIZ, 
actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD 
– IMTTRASOL, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

En virtud de lo motivado el Juzgado,  
 

R E S U E L V E 
 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por HAROL MAURICIO LUGO ORTIZ, actuando en 

nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – 
IMTTRASOL, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 

2. OFICIAR: al INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – 
IMTTRASOL, a fin de que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de 
la presente comunicación, se sirva a rendir un informe detallado conforme a los hechos expuestos en 
sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a que la actora notifique a la entidad a través de correo 
electrónico y allegue constancia a este Despacho de la notificación.   
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

4. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 
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Primero (01) de abril de Dos Mil Veinticuatro (2024). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en 

derecho corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por LUIS ALBERTO 

GONZALEZ BARROS, actuando en nombre propio, contra FONDO PRIVADO DE 

PENSIONES -COLFONDOS-, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE 

PETICIÓN, SEGURIDAD SOCIAL, TRABAJO, VIDA DIGNA Y DEBIDO 

PROCESO. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

El suscrito es una persona mayor de más de Sesenta y Dos Años (62) de edad, nacido el 21 

de julio de 1.961 en la ciudad de Barranquilla.  

2.- Durante toda mi vida laboral cotice más 850 semanas al sistema general de pensiones.  

3.- Estoy afiliado al Fondo Privado COLFONDO S.A., donde tengo mis aportes al sistema 

social integral de la seguridad social pensiones.  

4.- Como quiera que no pude reunirlas 1.150 semanas mínimas cotizadas para poder 

acceder a la pensión mínima, le solicité a COLFONDO S.A., la respectiva devolución de 

saldos desde el 16 de enero de 2.024.  

5.- Junto con la petición adiada el 16/01/2024 le anexe la respectiva documentación 

requerida como el Registro Civil de Nacimiento, Historia Laboral, Copia de la Cédula de 

Ciudadanía y formulario diligenciado, entre otros.  

6.- A la fecha ha transcurrido cerca de un mes calendario, sin que COLFONDO S.A., me 

haya resuelto mi petitorio.  

7.- Me encuentro desempleado hace más de tres años, a mi edad nadie me da empleo; tengo 

que solucionar a diario las necesidades de mi hogar, haciendo cualquiera actividad 

informal que me encomienden y aun así muchos días no logre llegar ingreso para la casa.  

8.- En estos momento, mi única esperanza cierta para obtener ingreso alguno para sufragar 

las necesidades de mi hogar, es la de obtener la devolución de saldo por motivo de las 

semanas cotizadas.   

PRETENSIONES 

 

Muy respetuosamente solicito se me proteja mis Derechos Constitucionales Fundamental 

arriba señalados, y de manera inmediata se le ordene al accionado el FONDO PRIVADO 

DE PENSIONES COLFONDO NIT. 800149496  de Barranquilla, a que proceda a 

entregarme o hacer efectiva la devolución de saldos conforme a los hechos denunciados. 

 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 27 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada FONDO PRIVADO DE PENSIONES -

COLFONDOS-, para que dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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recibido del oficio alleguen por DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los 

hechos expuestos. 

El Accionado, FONDO PRIVADO DE PENSIONES -COLFONDOS-, el 24 de enero de 

2024, contesto a los hechos lo siguiente: 

1. “Atendiendo lo resuelto en auto admisorio de tutela del 27 de febrero de 2024 

proferido por este juzgado, es preciso indicar: 

2. Del escrito de tutela se extrae la pretensión principal de la accionante: 

 

Muy respetuosamente solicito se me proteja mis Derechos Constitucionales 

Fundamental arriba señalados, y de manera inmediata se le ordene al accionado 

el FONDO PRIVADO DE PENSIONES COLFONDO NIT. 800149496 de 

Barranquilla, a que proceda a entregarme o hacer efectiva la devolución de 

saldos conforme a los hechos denunciados 

 

3. Entonces, sea lo primero indicar al despacho que, una vez validada la información 

del accionante el señor Luis Alberto González Barros, radico la documentación 

correspondiente para efectuar la Devolución de saldos a la que se hace acreedor 

por no cumplir los requisitos de ley para acceder a una pensión. 

4. No obstante, se informa que, una vez radicada la documentación correspondiente, 

Colfondos S.A cuenta con cuatro (04) meses a partir de la radicación, para 

efectuar el respectivo y reconocimiento, información que se encuentra en nuestra 

página oficial, así: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

5. Por lo anterior, Colfondos S.A aún se encuentra dentro del término para efectuar 

el respectivo reconocimiento y devolución de saldos solicitado por el accionante. 

 

6. Finalmente, en atención a que Colfondos S.A., no ha vulnerado los derechos a que 

hace referencia la accionante, solicitó al despacho declarar la improcedencia de 

la accionante de tutela, teniendo en cuenta que este no es el medio idóneo para 

obtener el reconocimiento de las pretensiones incoadas, además desconoce el 

carácter subsidiario de la misma, pues tampoco se acredito la existencia de un 

perjuicio irremediable que amerite la intervención del juez de tutela. 

PRETENSIONES 

 

1. Declarar improcedente la presente acción de tutela frente a Colfondos S.A., en 

atención a que no reúne con los requisitos de procedibilidad que exige el decreto 

2591 de 1991, aunado a que no se demostró la acción u omisión de esta 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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administradora frente a los derechos invocados como lesionados por la 

accionante. 

 

Se informe a Colfondos S.A, de la decisión adoptada por el despacho” 
 

COMPETENCIA 

 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 
 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 

objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 

2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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SICGMA 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 

protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su 

aplicación como derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de 

importancia y de resorte, siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte 

Constitucional cuando señala lo siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de 

obtener pronta resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera 

irrespetuosa. Es en la resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho 

adquiere toda su dimensión como instrumento eficaz de la participación democrática, el 

derecho a la información y la efectividad de los demás derechos fundamentales. El derecho 

de petición es uno de los instrumentos fundamentales para la efectividad de los mecanismos 

de la democracia participativa. Además, porque mediante él se pueden hacer valer muchos 

otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el derecho a la 

participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y 

ELEMENTOS ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 
El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda 

persona a (i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -

organizaciones privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el 

Legislador; (iv) por motivo de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta 

resolución[13]. El marco jurídico de esta garantía se concentra, principalmente, en el artículo 

23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 

1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de 

Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”. 

Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución 

de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, 

examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y 

reclamos e interponer recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que 

tienen carácter reservado, entre estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el 

Legislador previó la posibilidad de que, en casos como estos, tales documentos puedan ser 

solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En 

cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no requiere de representación a través 

de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o escrita[17], a través de cualquier 

medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 
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SICGMA 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 

  

No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 

  

En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 

incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 

sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 

  

Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 
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(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, 

en virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de 

petición cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o 

ambiguas[32], al considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve 

sustancialmente la materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, 

la respuesta, puede implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los 

intereses del peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la 

respuesta dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 

  

La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 

al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 

 

Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 

  

“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto) 

  

En cualquier caso, tal y como se señaló en la Sentencia T-888 de 2014, para responder una petición 

no basta con señalarle al solicitante las dificultades en la administración de la información requerida, 

“para dar respuesta de fondo al asunto, la administración no puede trasladar al peticionario las fallas 

o deficiencias en el manejo de la información solicitada”, consideración que tiene mayor relevancia 

cuando se encuentran amenazados o vulnerados otros derechos fundamentales. 
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“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros 

derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y 

a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 

cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o 

se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de 

fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento 

del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del 

derecho constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así 

lo determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, 

es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o 

cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera 

contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para 

obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 

3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un 

derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 

administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 

6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser 

posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar 

una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y 

señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 

razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 

de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha 

confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término 

de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 
Al respecto, el artículo 15 de la Ley 776 de 2002, dispuso: “ARTÍCULO 15. DEVOLUCIÓN DE 

SALDOS E INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA. Cuando un afiliado al Sistema General de Riesgos 

Profesionales se invalide o muera como consecuencia de un accidente de trabajo o de una enfermedad 

profesional, además de la pensión de invalidez o de sobrevivientes que deberá, reconocerse de 

conformidad con la presente ley, se entregará al afiliado o a los beneficiarios: a) Si se encuentra 

afiliado al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, la totalidad del saldo de su cuenta 

individual de ahorro pensional; b) Si se encuentra afiliado el Régimen Solidario de Prima Media con 

Prestación Definida la indemnización sustitutiva prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993 

[…].”  

 

De conformidad con lo expuesto, es claro que el artículo 15 de la Ley 776 de 2002, trata la devolución 

de saldos o la indemnización sustitutiva cuando un afiliado se invalide como consecuencia de un 

infortunio laboral. 

                                                 
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
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Al respecto, la Corte Suprema de Justicia en providencia SL4265-2022 y radicado N° 92551 del seis 

(6) de diciembre de dos mil veintidós (2022), con ponencia del Magistrado GIOVANNI 

FRANCISCO RODRÍGUEZ JIMÉNEZ, expuso:  “Sobre esta previsión normativa, ha dicho la Sala 

que no constituye una imposición, pues a pesar de configurarse la hipótesis fáctica descrita, es decir, 

que el afiliado al sistema reciba una pensión de invalidez de origen laboral, no surge automáticamente 

en la AFP la obligación de pagarle la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, si ha cumplido 

los requisitos legales para la causación de la prestación principal. Así se pronunció la Sala en la 

sentencia CSJ SL4399-2018, en la que adoctrinó: A partir de la lectura de estas disposiciones, queda 

claro que, con posterioridad a la vigencia de los artículos 53 del Decreto 1295 de 1994 y 15 de la Ley 

776 de 2002, se estableció una regla por parte del legislador según la cual en los eventos en que el 

sistema de riesgos profesionales entre a cubrir prestaciones de invalidez o de sobrevivientes como 

consecuencia de un accidente de trabajo, el sistema de pensiones debe proceder a la devolución de 

saldos, si el afiliado se encontraba vinculado al régimen de ahorro individual o a la indemnización 

sustitutiva si lo estaba al régimen de prima media con prestación definida. No obstante, estas normas 

no pueden entenderse de manera aislada, sino dentro de una lectura sistemática, conjunta y armónica 

de las disposiciones de la Ley 100 de 1993, puesto que, según los artículos 37 y 66 de esta 

normatividad, la indemnización sustitutiva y la devolución de saldos solamente proceden como 

garantías subsidiarias en caso de no haberse cumplido las exigencias legales para acceder a la pensión 

de vejez, bien sea en el régimen de prima media o en el de ahorro individual, puesto que, en caso de 

que un afiliado acredite la totalidad de requisitos, el sistema de pensiones deberá otorgar de manera 

imperativa la prestación correspondiente al tratarse de un derecho causado y consolidado. Es así 

como la devolución de saldos o la indemnización sustitutiva por parte del sistema de pensiones, 

prevista en los artículos 53 del Decreto 1295 de 1994 y 15 de la Ley 776 de 2002, para cuando el 

régimen de riesgos laborales otorgue las prestaciones de invalidez o de sobrevivencia, solo es viable 

en los casos en que el afiliado no tenga ya causada la pensión de jubilación o de vejez en vida por no 

haber 6 Rad. 2022-00132-01 cumplido edad y tiempo de servicios, puesto que, en tal evento, se 

habría configurado un derecho adquirido en el patrimonio del titular y que, en esa medida, el sistema 

de seguridad social está llamado a salvaguardar, de modo que, causada la pensión, no podría el 

sistema otorgar, en su lugar, los saldos existentes en la cuenta individual o la indemnización 

sustitutiva, pues ello sería atentar contra el mandato previsto en el artículo 58 de la Constitución 

Política y la teoría de los derechos adquiridos, defendida por esta Corporación en múltiples 

oportunidades. Es por lo expuesto en el precedente citado que la Corte, en la sentencia CSJ SL3869-

2021, precisó que la posibilidad de que el afiliado reciba la indemnización sustitutiva cuando le sea 

reconocida la pensión de invalidez de origen profesional,  […] debe interpretarse como una opción 

de los pensionados y no como una imposición. Entre otras cosas, porque de entenderse como una 

imposición, ello supondría una violación al derecho al trabajo y a la seguridad social inclusiva de 

estas personas, la mayoría de las cuales tienen discapacidades y por ello tienen garantizados sus 

derechos en instrumentos que hacen parte del bloque de constitucionalidad, como la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Adicionalmente, porque la propia Ley 776 de 

2002 en su artículo 10°, parágrafo 2°, admite la compatibilidad de pensiones de los sistemas común 

y profesional originadas en un evento distinto, de manera que no tendría sentido que luego en su 

artículo 15 prohibiera esa acumulación prestacional. En las condiciones reseñadas, queda claro que 

si el demandante no tenía causado el derecho a la pensión de vejez para la época en que le fue 

reconocida la indemnización sustitutiva, entonces esta era perfectamente viable. En el caso contrario, 

es decir, si para ese momento el afiliado ya cumplía los requisitos para acceder a la pensión de vejez, 

no tendría sentido el reconocimiento de la prestación contemplada en el artículo 37 de la Ley 100 de 

1933.” Así las cosas, es claro que, dicha normativa debe interpretarse como una opción de los 

pensionados, porque de entenderse como una imposición supondría una violación al derecho al 

trabajo y a la seguridad social inclusiva de estas personas, además porque el parágrafo 2 del artículo 

10 de la misma ley admite la compatibilidad de pensiones de los sistemas común y profesional 

originadas en un evento distinto.  Además, advirtió que, si para ese momento el afiliado ya cumplía 

los requisitos para acceder a la pensión de vejez, no tendría sentido el reconocimiento de la prestación 

contemplada en el artículo 66 de la Ley 100 de 1933.  Al respecto, en el caso bajo estudio, se tiene 

que el demandante no solo no tiene cumplidos los requisitos para el reconocimiento de la pensión de 
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vejez, sino que, con la presentación de la demanda evidencia su intención de no seguir cotizando, y 

por lo mismo, le aplica la opción del artículo 15 de la Ley 776 de 2002.   

 

3.2 Plazo para responder solicitudes de reajuste pensional. Vulneración del derecho de 

petición y amenaza al derecho a la igualdad. 
  

3.2.1 Clarificación previa respecto a los diversos tipos de peticiones en materia pensional 

  

En principio, no existe una vulneración o amenaza de los derechos fundamentales cuando 

una persona ha elevado una petición de reajuste pensional a la autoridad pública competente 

y no ha vencido todavía el plazo de ley con que cuenta dicha autoridad para dar respuesta 

pronta y oportuna a dicha petición. 

  

En el pasado la Corte ha decidido en diversas ocasiones sobre acciones de tutela presentadas 

por pensionados contra autoridades públicas por vulneración o amenaza de los derechos 

fundamentales ante la no contestación pronta y oportuna de peticiones de reajuste pensional 

presentadas a Cajanal o al Seguro Social. En términos generales, se presenta una vulneración 

del derecho fundamental de petición cuando, vencido el plazo legal para contestar una 

petición de carácter particular o general, la autoridad pública injustificadamente incumple 

con su obligación de responder en forma pronta y oportuna la respectiva petición. 

  

Dentro de las peticiones en materia pensional se diferencian aquellas tendientes al 

reconocimiento o la sustitución de la pensión de aquellas peticiones cuya finalidad es la 

nueva estimación del monto de la pensión ya reconocida. En esta última categoría se 

encuentran las peticiones referentes a la reliquidación y al reajuste de la pensión. La petición 

de reliquidación busca que se tengan en cuenta en la base para la liquidación de la pensión 

nuevos factores,[53] como por ejemplo semanas de cotización dejadas de contabilizar, gastos 

de representación, horas extras, asignaciones con carácter salarial u otros factores no tenidos 

inicialmente en cuenta al calcular dicha base. La petición de reajuste pensional, por su parte, 

busca igualmente modificar el monto de las mesadas pensionales, no ya por razones fácticas 

como puede ser la falta de estimación de semanas cotizadas sino normativas. El reajuste 

pensional se efectúa de iure, bien sea porque una norma legal[54] o decisión judicial[55] así lo 

ordenan. Este es el caso en la presente oportunidad. Los peticionarios pretenden un reajuste 

especial de sus pensiones con fundamento en las normas legales aplicables a los Senadores 

y Representantes a la Cámara pensionados antes de la vigencia de la Ley 4 de 1992, 

persuadidos como lo están de tener derecho a tal reajuste por su condición de ex magistrados 

del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia. 

3.2.2 Diferenciación de plazos para responder a peticiones de reajuste pensional 

  

En relación al plazo para responder peticiones en materia pensional la jurisprudencia 

constitucional de tiempo atrás señaló la existencia de un vacío legal en la materia: no existe 

norma especial que fije un plazo a las autoridades públicas (aquí Cajanal) para responder a 

solicitudes de reajuste pensional. Por vía de interpretación se ha definido el punto por la 

Corte Constitucional mediante la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto ley 656 de 

1994, y luego con base en la Ley 700 de 2001, la cual en su artículo 4 dispuso un plazo 

máximo de 6 meses para adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas 

pensionales. A grandes rasgos la reciente evolución jurisprudencial en punto a los plazos 

para resolver las peticiones pensionales puede describirse así: 
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1) En sentencia T-170 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, acudió como parámetro 

normativo al artículo 6 del Código Contencioso Administrativo.[56] A falta de otros plazos 

legales y mientras el legislador expidiera la correspondiente normatividad, la Corte optó por 

aplicar la norma general que regula el derecho de petición y que dispone un plazo de 15 días 

para dar respuesta a las peticiones de carácter general o particular. No obstante, la Corte fue 

consciente de la dificultad de un término de tiempo tan corto para resolver sobre peticiones 

pensionales, asunto que por su complejidad fáctica y normativa amerita un plazo mayor. Por 

ello, la Corte dejó en claro que el plazo de 15 días podía extenderse hasta cuatro meses, esto 

mediante aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994,[57] disposición que 

fija un plazo máximo para responder peticiones en materia pensional por parte de las 

entidades administradoras de pensiones, siempre y cuando la administración informara al 

interesado sobre la imposibilidad de resolver de fondo su petición dentro del plazo general 

dispuesto por el Código Contencioso Administrativo para responder peticiones. Sostuvo la 

Corte en la referida sentencia: 

  

“3.10. Significa lo anterior que mientras el legislador no establezca un plazo 

específico para que el Seguro Social resuelva las solicitudes pensionales que 

le presenten sus afiliados, éste sigue rigiéndose en materia de derecho de 

petición por el  artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, según el 

cual la respuesta a las peticiones en carácter particular o general, deben ser 

resueltas en el término de quince (15) días. La solicitud de pensión es una 

petición de carácter particular.    

  
Sin embargo, para la Sala es claro que la naturaleza misma de la solicitud de 

pensión, por los trámites internos que ella impone para su reconocimiento o 

denegación, hace del término de quince (15) días, un plazo muy breve para 

que la entidad resuelva en debida forma sobre éste. Razón por la que ha de 

entenderse que como en dicho término no puede darse una respuesta de fondo, 

núcleo esencial del derecho de petición, el Seguro Social ha de informar al 

solicitante si la documentación allegada está completa y en caso contrario 

señalar la que hace falta, así como advertir el término que empleará para 

resolver de fondo la solicitud. Término éste que debe ser igualmente 

razonable. Razonabilidad que queda a la discrecionalidad del funcionario,  y 

que en su momento ha de ser evaluada por el juez de tutela, cuando tenga que 

resolver sobre la existencia o no de vulneración del derecho de petición en un 

caso concreto. Por tanto, se puede afirmar que la inexistencia de un término 

exacto señalado directamente por el legislador,  genera, en si mismo, 

inequidades entre los diversos afiliados al sistema de seguridad social. 

  

3.11. Lo anterior  evidencia la necesidad e importancia de una regulación 

expresa en esta materia, no sólo en cuanto a la fijación de un plazo sino a un 

procedimiento, que permitan tanto al Seguro Social como a sus afiliados, tener 

certeza sobre el término que debe emplear éste para absolver peticiones de esta 

clase, sobre todo cuando de su decisión, depende el goce de otros derechos 

que, según las circunstancias de cada caso, podría involucrar derechos de 

carácter fundamental. La reglamentación de esta materia, entonces, permitirá 

que principios como los de igualdad, eficacia y eficiencia  que imperan la 

función administrativa tengan plena ejecución. 
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3.12. Así, mientras el legislador cumple su función de establecer  un término 

razonable  en que entidades como el Seguro Social deben emplear para dar 

respuesta a las solicitudes que sus afiliados, específicamente en materia de 

reconocimiento de pensiones, ha de entenderse que esta entidad debe aplicar 

por analogía el lapso contenido en el artículo 19 del decreto 656 de 1994, 

según el cual las solicitudes de pensión deben resolverse de fondo en un 

término máximo de cuatro (4) meses desde el momento en que se radique la 

respectiva petición. Hecho éste que tendrá que ser informado al solicitante en 

el lapso al que hace referencia  el artículo 6 del Código Contencioso 

Administrativo.”[58] (Subrayado fuera de texto). 

  

2) La anterior doctrina fue reiterada, entre otras, mediante la sentencia T-1166 de 2001, M.P. 

Alfredo Beltrán Sierra,[59] al sostener que “mientras el legislador no establezca un plazo 

determinado para estas entidades, ha de entenderse que habrá de aplicarse el del Decreto 

656, en aras de preservar el principio de igualdad entre los solicitantes de pensiones, dado 

no pueden tener un distinto tratamiento, en tan importante asunto, sólo porque la entidad 

responsable de su pensión, no comparte determinada naturaleza jurídica. Esta aplicación 

analógica, la Corte la armonizó con lo dispuesto en el artículo 6 del C.C.A., así: al interesado 

se le debe resolver su petición de pensión en un plazo máximo de 4 meses, y de tal hecho se 

le informará dentro de los 15 días siguientes a la presentación de su solicitud.” 

  

3) El legislador expidió finalmente la Ley 700 del 2001 (noviembre 7), “mediante la cual se 

dictan medidas tendientes a mejorar las condiciones de vida de los pensionados”. Su artículo 

4 dispuso: “A partir de la vigencia de la presente ley, los operadores públicos y privados del 

sistema general de pensiones y cesantías, que tengan a su cargo el reconocimiento del 

derecho pensional, tendrán un plazo no mayor de seis meses a partir del momento en que se 

eleve la solicitud de reconocimiento por parte del interesado para adelantar los trámites 

necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes.” La jurisprudencia de la 

Corte, por su parte, dado que la referida disposición no estableció un plazo específico para 

responder a las peticiones pensionales, armonizó las disposiciones sobre la materia con la 

nueva regla legal. En efecto, en sentencia T-001 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy 

Cabra,[60] sostuvo lo siguiente: 

  

“La Sala considera necesario precisar el alcance del artículo 4º de la Ley 700 

de 2001 y el artículo 19 del Decreto 656 de 1994, por la cual se establece el 

régimen jurídico y financiero de las sociedades que administren fondos de 

pensiones. 

  

Como ya se mencionó, desde la sentencia T-170/00 se dispuso que para 

responder las solicitudes relacionadas con pensiones presentadas ante el 

Seguro Social, era viable la aplicación analógica de lo consagrado en el 

artículo 19 del Decreto 656 de 1994. 

  

Contempla el artículo 19: 

  
“El Gobierno nacional establecerá los plazos y procedimientos para que 

las administradoras decidan acerca de las solicitudes relacionas con 
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pensiones por vejez, invalidez y sobrevivencia, sin que en ningún caso 

puedan exceder de cuatro (4) meses.” 

  

Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud 

relacionada con pensiones de vejez invalidez y sobrevivencia es de cuatro 

meses. Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente 

para la respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades 

administradoras de fondos del régimen de ahorro individual, para el Seguro, o 

para Cajanal. En consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el 

artículo 19 trascrito. 

  

Con posterioridad al mencionado artículo, el legislador expidió la Ley 700 de 

2001 la cual consagra en su artículo 4: 

  

“A partir de la vigencia de la presente ley, los operadores públicos y 

privados del sistema general de pensiones y cesantías, que tengan a su 

cargo el reconocimiento del derecho pensional, tendrán un plazo no 

mayor de seis meses a partir del momento en que se eleve la solicitud de 

reconocimiento por parte del interesado para adelantar los trámites 

necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes.” 

  

Obsérvese cómo el artículo 4º establece un término de seis meses no para 

decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como lo hace el artículo 9º 

del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los trámites necesarios para el 

reconocimiento y pago de las mesadas; es decir, para el desembolso efectivo 

del monto de las mismas. 

  

Estos dos términos aplicables con respecto al trámite de pensiones se ven 

complementados con un tercero. Según la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional para la resolución de recursos interpuestos ante decisiones que 

resuelven sobre el reconocimiento o no reconocimiento de una pensión “sigue 

vigente y le resulta aplicable (...) el término de 15 días hábiles a que hace 

referencia expresa el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo”.[61] 

  

El término de 15 días, consagrado en el artículo 6º del Código Contencioso 

Administrativo, se aplica también en caso de que se presenten derechos de 

petición en los cuales se solicite, simplemente, información acerca del estado 

del trámite adelantado en materia de pensión o copias sobre documentos ya 

existentes dentro del expediente de la solicitud de pensión.” 

  

4) Mediante la interpretación armónica de las disposiciones sobre plazos en materia de 

peticiones pensionales, la Corte ha venido tutelando el derecho de petición por 

incumplimiento del deber de informar sobre el trámite de la solicitud pensional dentro de los 

15 días hábiles siguientes a su presentación, con independencia del deber de resolver de 

fondo en el plazo de cuatro meses, así como del deber de adelantar los trámites necesarios 

tendientes al pago de las mesadas en el plazo de seis meses. En efecto, en sentencia T-422 

de 2003, M.P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte concedió la tutela del derecho de petición con 

fundamento en la doctrina arriba expuesta: 
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“En armonía con la interpretación que la jurisprudencia reciente ha dado a los 

términos para resolver este tipo de solicitudes, se advierte en este caso que en 

efecto aparece vulnerado el derecho de petición del señor (...), puesto que al 

momento de presentar la tutela, si bien no habían transcurrido los cuatro (4) 

meses establecidos por la jurisprudencia (sentencias T-325 y T-326 de 2003) 

para resolver de fondo la petición, la entidad accionada estaba en la obligación 

de hacerle saber al accionante dentro de los quince (15) días siguientes a la 

radicación de su solicitud, el estado en que se encontraba su petición y 

señalarle a su vez la fecha en la que resolvería de fondo la solicitud elevada. 

Así pues, el término preliminar de quince días señalado por la jurisprudencia 

ya había vencido al momento de presentar la tutela y por ello se entiende 

conculcado el derecho de petición en su núcleo esencial. 

  

Los términos establecidos por la jurisprudencia reciente de esta 

Corporación[62] son aplicables igualmente a la solicitud de reliquidación 

de  pensión, pues tal como lo sostuvo el juez de primera instancia, si bien el 

trámite previsto en el artículo cuarto (4) de la Ley 700 de 2001, apunta al 

reconocimiento del derecho y ulterior pago de la prestación, la petición de 

reliquidación sí involucra un nuevo estudio de la solicitud, constancias de 

trabajo, factores salariales, aprobaciones, sustanciaciones etc, que igualmente 

quedan cobijados por el espíritu de la Ley 700 de 2001 condensado en su 

epígrafe al señalar que “se dictan medidas tendientes a mejorar las condiciones 

de vida de los pensionados.”[63] 

  

5) En sentencia T-588 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, se abordaron las posibles 

dudas que pudieran surgir respecto de la debida interpretación de los plazos con que cuentan 

las autoridades para responder a peticiones pensionales. Sostuvo la Corte en esta ocasión: 

  

“4. Para fijar cuál es el término que establece la ley para resolver sobre las 

peticiones relacionadas con las prestaciones de la seguridad social en 

pensiones, y en este sentido definir cuál es exactamente el contenido del 

derecho fundamental de petición en este punto, la Corte ha recurrido a una 

interpretación integral de tres normas diversas pero que concurren a la 

configuración legal del derecho de petición. Estas normas están contenidas en 

el artículo 6º del C.C.A., en el artículo 19º del Decreto 656 de 1994 y en el 

artículo 4º de la ley 700 de 2001, cuyos textos son los siguientes: 

  

... 

  

5. Ahora, para determinar cuál es el contenido del derecho de petición en 

materia de pensiones, la Corte ha tenido que fijar el alcance del enunciado del 

artículo 4º de la ley 700 de 2001. Para ello la Corte ha recurrido a una 

interpretación sistemática de las normas que regulan el ejercicio del derecho 

de petición en materia de seguridad social en pensiones (CCA, Decreto 656 

de 1994 y ley 700 del 2001), y a una interpretación literal del enunciado del 

referido artículo 4º. Sobre el punto, en la sentencia T-001 de 2003 la Corte 

afirmó: 

  

(...) 
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Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud 

relacionada con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro 

meses. Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente 

para la respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades 

administradoras de fondos del régimen de ahorro individual, para el Seguro, o 

para Cajanal. En consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el 

artículo 19º  trascrito. 

  

(...) 

  

Obsérvese cómo el artículo 4º (de la ley 700 de 2001) establece un término 

de seis meses no para decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, 

como lo hace el artículo 19º del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los 

trámites necesarios para el reconocimiento y pago de las mesadas; es 

decir, para el desembolso efectivo del monto de las mismas. 

  

(...) 

  

Estos dos términos aplicables con respecto al trámite de pensiones se ven 

complementados con un tercero. Según la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional para la resolución de recursos interpuestos ante decisiones 

que resuelven sobre el reconocimiento o no reconocimiento de una pensión 

“sigue vigente y le resulta aplicable (...) el término de 15 días hábiles a que 

hace referencia expresa el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo” 

(Sentencias T-1086 de 2002 y T-795 de 2002) 

  

El término de 15 días, consagrado en el artículo 6º del Código Contencioso 

Administrativo, se aplica también en caso de que se presenten derechos de 

petición en los cuales se solicite, simplemente, información acerca del 

estado del trámite adelantado en materia de pensión o copias sobre 

documentos ya existentes dentro del expediente de la solicitud de pensión.” 

(resaltados fuera de texto) 

  

De lo anterior se sigue que, cuando el derecho de petición es ejercido frente a 

entidades o personas a cuyo cargo existe la obligación de reconocimiento y 

pago de pensiones, los términos constitucionales para resolver sobre las 

peticiones son los siguientes: (i) de quince días hábiles (cuando se trata de 

recursos en el trámite administrativo o de peticiones de información general 

sobre el trámite adelantado), (ii) de cuatro meses (cuando se trata de peticiones 

enderezadas al reconocimiento de pensiones) y (iii) de seis meses (cuando se 

trata de peticiones o de trámites enderezados al pago efectivo de las mesadas). 

  

6. En este sentido existe un deber constitucional, derivado del derecho 

fundamental de petición, que pesa sobre las personas o entidades responsables 

del reconocimiento y pago de pensiones el cual comporta: (i) responder 

diligentemente las peticiones presentadas respetando los términos previstos 

por la ley, (ii) informar sobre el trámite a las personas que acuden a sus 

dependencias mediante peticiones respetuosas y (iii) efectuar los pagos, 

cuando en derecho haya lugar, antes de que se cumplan los 6 meses previstos 
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en la ley 700 de 2001, que precisamente fijó condiciones tendientes a mejorar 

la calidad de vida de los pensionados. 

  

Esta ha sido la posición de la Corte desde la sentencia T-001 de 2003 que se 

ha convertido en la doctrina aplicable, al momento de resolver casos que 

presenten similitud temática con lo aquí establecido.”[64] (Subrayado fuera de 

texto) 

  

6) Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la 

autoridad pública para dar respuesta a peticiones de reajuste pensional elevadas por 

servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la 

vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes: 

  

(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– 

en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información 

sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública 

requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un 

término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole 

lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué 

no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión 

dentro del trámite administrativo. 

  

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, 

contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica 

del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

  

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago 

efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

  

Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las 

hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el 

incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenazan la vulneración del 

derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de 

reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso. 

  
ANALISIS DEL CASO CONCRETO 

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que es una persona mayor de más de Sesenta 

y Dos Años (62) de edad, quien durante su vida laboral cotizó más de 850 semanas al sistema 

general de pensiones.  

Que está afiliado a la accionada donde tiene sus aportes al sistema social integral de la 

seguridad social pensiones.  

Que debido a que no pudo reunir las 1.150 semanas mínimas cotizadas para poder acceder a 

la pensión mínima, le solicitó a COLFONDO S.A., la respectiva devolución de saldos desde 

el 16 de enero de 2024, con sus respectivos anexos. Y a la fecha no le han resuelto su 

petición.   

 

A su turno, el accionado FONDO PRIVADO DE PENSIONES -COLFONDOS-, manifiesta 

que validaron la información del accionante si radico dicha información, sin embargo  
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Colfondos S.A cuenta con cuatro (04) meses a partir de la radicación, para efectuar el 

respectivo y reconocimiento, información que se encuentra en nuestra página oficial, así: 

 

Por lo anterior, Colfondos S.A aún se encuentra dentro del término para efectuar el 

respectivo reconocimiento y devolución de saldos solicitado por el accionante. 

 

De las pruebas obrantes, dentro del plenario encuentra el despacho, que el accionante, 

efectivamente invoco su derecho fundamental de petición ante la accionada tal como se 

puede constatar en el pantallazo anexo.  

 
 

La jurisprudencia constitucional ha establecido que, ha de resaltarse el carácter residual y 

subsidiario de esta acción, dado que el aparato judicial prevé diversos mecanismos de 

defensa ordinarios a los que pueden acudir las personas para la protección de sus derechos; 

en este sentido, el juez de tutela debe observar cada caso concreto y determinar la existencia 

o no de otro medio judicial que sea idóneo para proteger el derecho amenazado. En este caso 

el accionante acude a la acción constitucional para reclamar, conforme lo suplicó en las 

peticiones, que se le proteja el derecho fundamental de petición y se le ordene a la accionada 

COLFONDOS proceda a resolver de fondo su petición que adujo haberle presentado, 

pedimento frente al cual el ordenamiento jurídico no cuenta con un procedimiento eficaz e 

idóneo, de donde resulta forzoso concluir que para el caso se cumple con el presupuesto de 

la subsidiariedad.  

Conforme a lo expuesto queda claro que el accionante invocó el derecho fundamental de 

petición como presuntamente conculcado con el proceder de la accionada al no haberle 

atendido la solicitud, habiendo transcurrido mas del periodo de tiempo que da la ley.   

El derecho fundamental de petición, concebido en el artículo 23 de la Constitución Política, 

dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 

derechos fundamentales.”.  

 

A su turno, la Ley 1755 del 30 de junio de 2015 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA 

EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN Y SE SUSTITUYE UN TITULO DEL 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO”, en su artículo 14, señaló que “[s]alvo norma legal especial y so pena 

de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días 

siguientes a su recepción (…)”. Sin embargo, en el parágrafo de la mentada regla se establece 
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una excepción, la cual consiste en que, si eventualmente no es posible dar respuesta a la 

petición en dicho lapso, se informará tal circunstancia al interesado con exposición de los 

motivos y el plazo en que será resuelta, el cual no podrá ser mayor al doble del tiempo 

establecido inicialmente, sin perjuicio de lo que establezcan las leyes especiales.  

En sentencia T-293 de 2015 la Corte Constitucional determinó “(…) que este derecho 

comporta las siguientes obligaciones correlativas para la autoridad que recibe la solicitud: 

(i) la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente 

con lo solicitado; (ii) la respuesta debe producirse dentro del plazo legalmente establecido y 

en caso de vacío normativo, dentro de un plazo razonable, que debe ser lo más corto posible; 

1 (iii) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado; (iv) la falta de competencia de la 

entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder;2 y (v) Precisado lo 

anterior, desciende el despacho analizar si hubo o no por parte de la entidad accionada 

vulneración al derecho de petición del actor, para cual deviene pertinente verificar 

inicialmente que la petición haya sido radicada ante la demandada efectivamente.   

 

Ahora, del informe rendido por la encartada se pudo constatar que dicha petición si fue 

invocada ante estos, y que tal como se coteja en el pantallazo anexo a esta, estos le informan 

al usuario que el termino para resolver es de 4 meses.  Tal como lo señala la SU975-2003 

“3.12. Así, mientras el legislador cumple su función de establecer  un término razonable  en 

que entidades como el Seguro Social deben emplear para dar respuesta a las solicitudes que 

sus afiliados, específicamente en materia de reconocimiento de pensiones, ha de entenderse 

que esta entidad debe aplicar por analogía el lapso contenido en el artículo 19 del decreto 

656 de 1994, según el cual las solicitudes de pensión deben resolverse de fondo en un 

término máximo de cuatro (4) meses desde el momento en que se radique la respectiva 

petición. Hecho éste que tendrá que ser informado al solicitante en el lapso al que hace 

referencia  el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo.”[58] (Subrayado fuera de 

texto)”. 
 

Así las cosas, este Despacho ha de tener en cuenta el pronunciamiento de la Honorable Corte 

Constitucional, quien en sentencia T-130 de 2014 indicó, que el objeto de la acción de tutela, 

es la protección de los derechos fundamentales de manera efectiva, inmediata, concreta y 

subsidiaria, cuando estos sean vulnerados por acción u omisión de una autoridad pública o 

de un particular. Sin embargo, este mecanismo se torna improcedente, cuando no existe 

conducta del accionado que permita atribuirle vulneración a las garantías fundamentales del 

accionante.  

 

Por tal razón, este Despacho NEGARÁ la protección del derecho fundamental invocado por 

el tutelante, al ser inexistente la trasgresión del mismo por parte de la accionada, pues no 

existe prueba suficiente que permita inferir, que radicó la petición ante su empleador, que 

este tiene conocimiento y que aún no ha sido resuelta.   

 

Sea del caso señalar que, la informalidad que caracteriza a este mecanismo constitucional, 

no es óbice para que las partes no cumplan las cargas procesales básicas que acrediten la 

procedencia de las pretensiones que formulan, pues estas precisamente son las que habilitan 

al Juez para proteger los derechos fundamentales. 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO 

PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: NO TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho fundamental 

de DERECHO DE PETICION, invocado por el accionante LUIS ALBERTO GONZALEZ 

BARROS, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

TERCERO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

CUARTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,  

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal
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Primero (01) de abril de Dos Mil Veinticuatro (2024). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por IVANHOVICH JIMENEZ BASTIDAS, 

actuando en nombre propio, contra NOTARÍA PRIMERA DE SOLEDAD, por la presunta 

vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

PRIMERO: El día 23 de enero de 2024 mediante correo electrónico radiqué derecho de petición 

ante la Notaría Primera de Circulo de soledad en el que elevé las siguientes peticiones:  

“1.      Se me certifique, si ante su despacho, el día 6 de enero de 2023, se suscribió un 
contrato de compraventa de los derechos de posesión entre la señora Yuleida María Osorio 
Amaya, identificada con C.C. No 25.890.400 y el señor Freddy Jesús Molina Galindo, 
identificado con C.C. No 72.192.126, sobre un lote situado en el camino de “las moras” 
porción 1 de la urbanización “la viola", en jurisdicción del municipio de Soledad.  

2.      Se me informe si el sello que se observa en el documento que adjunto con el presente 
derecho de petición, corresponde al sello de su despacho, y de ser así se me indique si dicho 
documento fue suscrito en esta notaría, y se nos entregue una copia del mismo en el caso que 
se tarde de un documento auténtico.”  

 SEGUNDO: El día 17 de febrero de 2024, mediante correo electrónico fui notificado por parte de 

la Notaría Primera de Soledad sobre la respuesta a mi Derecho de Petición.   

TERCERO: En la respuesta del derecho de petición, la accionada solo se pronuncia sobre la 

segunda petición y no resuelve de fondo la petición primera.  

II- PETICIONES 

PRIMERA: TUTELAR a mi favor los derechos fundamentales al DERECHO DE PETICIÓN, 

vulnerado por el Instituto de Tránsito del Atlántico.   

SEGUNDA: ORDENAR a la ACCIONADA, que se me responda de manera clara y expresa todas y 

cada una de las peticiones elevadas en el Derecho de Petición.  

 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 23 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada NOTARÍA PRIMERA DE SOLEDAD, para 

que dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen 

por DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

El Accionado, NOTARÍA PRIMERA DE SOLEDAD, el 29 de febrero de 2024, contesto a los 

hechos lo siguiente: 

“Atendiendo su solicitud, informamos a usted, que el día 23 de enero de 2.024, fue recibido el 

derecho de petición radicado bajo el No. 0037 de fecha 23 de enero de 2024; para atender el mismo 
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se acusó recibo del mismo y se solicitó al petente, enviara el documento completo para proceder a 

dar respuesta a su petición. 

El día 17 de febrero de 2024, se respondió el mismo no obstante con fecha 28 de febrero de 2024 se 

amplió la respuesta en la forma quedo expuesto en el documento que adjunto al presente informe: 

 

Adjunto la respuesta enviada al señor IVANOVICH JIMEMEZ BASTIDAS, al correo electrónico 

cir.ivanovichiimenez@qmail.com, el día 28 de febrero de 2024. 

 

Por lo anteriormente expuesto, solicito al despacho desestimar la acción de tutela incoada por 
sustracción de materia.” 

 

COMPETENCIA 

 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 

objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 

2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 
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sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 

protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su aplicación como 

derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de importancia y de resorte, 

siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte Constitucional cuando señala lo 

siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de obtener pronta 

resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera irrespetuosa. Es en la 

resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho adquiere toda su dimensión como 

instrumento eficaz de la participación democrática, el derecho a la información y la efectividad de 

los demás derechos fundamentales. El derecho de petición es uno de los instrumentos fundamentales 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se pueden hacer valer muchos otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el 

derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y ELEMENTOS 

ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 

El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda persona a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones 

privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución[13]. El marco jurídico de esta 

garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
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Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 

situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 

requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que tienen carácter reservado, entre 

estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el Legislador previó la posibilidad de que, en 

casos como estos, tales documentos puedan ser solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo 

del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no 

requiere de representación a través de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o 

escrita[17], a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 

  

No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 

  

En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 

incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 

sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 
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Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 

(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, 

en virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de 

petición cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o 

ambiguas[32], al considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve 

sustancialmente la materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, 

la respuesta, puede implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los 

intereses del peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la 

respuesta dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 

  

La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 

al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 
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Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 

  

“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto) 

  

En cualquier caso, tal y como se señaló en la Sentencia T-888 de 2014, para responder una petición 

no basta con señalarle al solicitante las dificultades en la administración de la información requerida, 

“para dar respuesta de fondo al asunto, la administración no puede trasladar al peticionario las fallas 

o deficiencias en el manejo de la información solicitada”, consideración que tiene mayor relevancia 

cuando se encuentran amenazados o vulnerados otros derechos fundamentales. 

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la 

democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí 

el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre 

en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. 

Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza 

funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

                                                           
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2024-00141-00 

ACCIÒN DE TUTELA  

Accionante: IVANHOVICH JIMENEZ BASTIDAS C.C. 1.129.507.568 

Accionado: NOTARÍA PRIMERA DE SOLEDAD 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 

deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la 

Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder 

dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 

de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD  

 

El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de 

tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial para hacer 

cesar la vulneración a los derechos fundamentales, o en caso de que exista otro mecanismo, aquel no 

sea idóneo o eficaz para garantizarlos, o porque se utiliza como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos 

ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que 

amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de la acción de tutela 

como vía preferente o instancia judicial adicional de protección2. Siendo así, el análisis de la 

procedibilidad de la acción de tutela exige al juez la verificación de las siguientes reglas 

jurisprudenciales: procede el amparo como i) mecanismo definitivo, cuando el actor no cuenta con 

un mecanismo ordinario de protección o el dispuesto por la ley para resolver las controversias, no es 

idóneo y eficaz, conforme a las especiales circunstancias del caso que se estudia3; ii) Procede la 

tutela como mecanismo transitorio: ante la existencia de un medio judicial que no impide la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable, conforme a la especial situación del peticionario4. Además, 

iii) Cuando la acción de tutela es promovida por personas que requieren especial protección 

constitucional -como los niños, mujeres cabeza de familia, personas de la tercera edad, población 

LGBTI, personas en situación de discapacidad, entre otros- el examen de procedencia de la acción 

de tutela se hace menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no menos 

rigurosos. La jurisprudencia constitucional ha establecido que un evento o situación puede ser 

considerado como perjuicio irremediable si convergen estos tres elementos: i) debe ser cierto e 

inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 

razonable de hechos verídicos5-, ii) debe ser grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico 

que lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado6, y iii) debe requerir 

atención urgente, en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para 

evitar que se consume un daño antijurídico en forma irreparable7. Desde esta perspectiva el 

principio de subsidiaridad, es aquel que permite al Juzgador, colegir que la acción deprecada no se 

esté utilizando como medio judicial alterno, adicional o complementario de los establecidos por la 

ley para la defensa de los derechos, pues cierto es que esta acción no busca remplazar los procesos 

ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos impuestos (dentro) de estos 

procesos para controvertir las decisiones que se adopten. Quiere decir lo anterior, que cuando un juez 

de la República quede investido de la facultad de realizar juicios de constitucionalidad en virtud de 

la resolución de acciones de tutela puestas a su consideración, lo primero que debe entrar a analizar, 

es si para el caso concreto, existen otros medios ordinarios de defensa; si tal proposición resulta 

afirmativa, deberá declarar la improcedencia de la acción de amparo y en consecuencia se exhortará 

a los tutelantes para que se dirijan ante el juez ordinario que de manera preferente debe conocer del 

fondo del asunto. 

 

LA ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO SUBSIDIARIO PARA ORDENAR EL 

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS JUDICIALES.  
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El Decreto 2591 de 1991 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 

de la Constitución Política”, consagra las causales de procedibilidad de la acción de tutela. Allí se 

establece que cuando exista otro recurso o medio de defensa mediante el cual se pueda proteger los 

derechos del accionante la acción de tutela resulta improcedente. De esta manera, en el marco del 

principio de subsidiaridad, es dable afirmar que la acción de tutela, en términos generales, no puede 

ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por 

la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca remplazar los procesos ordinarios o 

especiales. En el presente asunto no se acredita este presupuesto, por cuanto para el exigir el 

cumplimiento de sentencias judiciales está previsto el proceso ejecutivo ante el juez que profirió la 

sentencia. Debe anotarse que la H. Corte Constitucional15 ha reconocido en situaciones donde se está 

en especiales condiciones de indefensión o se afecta el mínimo vital, la procedencia de la acción de 

tutela para lograr el cumplimiento de una sentencia. Es así como dadas ciertas circunstancias 

especiales de indefensión y vulnerabilidad en los accionantes, es desproporcionado el hecho de tener 

que promover un proceso ejecutivo para el cobro de las sumas reconocidas como derechos laborales 

ante la jurisdicción contenciosa administrativa.  

Del mismo modo, esta Corporación, a través de diversos fallos16 , ha procedido a ordenar el 

cumplimiento de sentencias judiciales que estriban en obligaciones de dar, en aquellos casos 15 

Sentencia T-345/10, Referencia: expedientes acumulados, T-2.497.320 y T-2.507.184, , 

Demandantes:, Cruz Elena Conrado Salazar, Margarita Cortés de Mejía, , Demandado: , 

Departamento del Valle del Cauca, , Magistrado Ponente:, Dr. GABRIEL EDUARDO MENDOZA 

MARTELO, , , , Bogotá D.C., once (11) de mayo de dos mil diez (2010). , , , La Sala Cuarta de 

Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Gabriel Eduardo Mendoza 

Martelo, Jorge Iván Palacio Palacio y Nilson Elias Pinilla Pinilla, en ejercicio de sus competencias 

constitucionales y legales, ha pronunciado la siguiente. 16 Ver, entre otras, las Sentencias T-406 del 

23 de mayo de 2002, M.P. Clara Inés Vargas Hernández; T-363 del 8 de abril de 2005, M.P. Clara 

Inés Vargas Hernández; T-916 del 2 de noviembre de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-096 del 

7 de febrero de 2008, M.P. Página 9 de 12 de reconocimiento y pago de prestaciones de índole 

laboral, cuando es manifiesta la vulneración del derecho fundamental al mínimo vital de quien invoca 

el amparo constitucional. Sin embargo, a juicio de la Sala, tal exégesis no es absoluta, como quiera 

que por ser en sí mismo el acceso a la administración de justicia, un derecho subjetivo de carácter 

fundamental, la protección por vía de tutela no puede estar supeditada a que se compruebe, además, 

la afectación de otros derechos de la misma naturaleza. (Subraya y negrilla fuera de texto.)  

La Corte ha definido el mínimo vital como “aquella porción del ingreso que tiene por objeto cubrir 

las necesidades básicas como alimentación, salud, educación, recreación, servicios públicos 

domiciliarios, etc.”. Sin embargo, también, la jurisprudencia constitucional, ha precisado que, una 

consecuencia lógica que haya distintas cargas soportables para cada persona. Para determinar esto, 

es necesario indicar que entre mayor sea el ingreso de una persona, mayor es la carga que puede 

soportar y, por ende, la capacidad de sobrellevar con mayor ahínco una variación en el caudal 

pecuniario que reciba.17 En otra decisión, la H. Corte Constitucional, en la sentencia T-005/15., ha 

indicado:  

Ahora bien, lo anterior no significa que la acción de tutela siempre proceda para ordenar el 

cumplimiento de una sentencia que contiene una obligación de hacer; la naturaleza subsidiaria de la 

acción constitucional siempre prevalece y, por esa razón, además de la naturaleza de la obligación, 

debe constatarse que existe un riesgo cierto para los derechos fundamentales del accionante o el 

posible acaecimiento de un perjuicio irremediable. Aceptar una tesis distinta implicaría admitir que 

la tutela opera como un mecanismo ordinario dentro de los procesos judiciales, desnaturalizando así 

la acción. Resta anotar que la acción de tutela no constituye un instrumento para ejercer presión para 

el pago de sentencias judiciales, pues le asiste a las entidades la obligación de asignar y respetar 

turnos de atención, y de verificar que las solicitudes cuenten con los soportes necesarios para efectuar 

el pago, lo anterior para no vulnerar derechos fundamentales de los demás solicitantes que se 

encuentran en igualdad de condiciones del actor, y que no acudieron a una acción constitucional.  
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ANALISIS DEL CASO CONCRETO   

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que presento derecho de petición el día 23 

de enero de 2024 a través de correo electrónico ante la Notaría Primera de Circulo de soledad 

en la que solicita certificaciones e información.  

Por lo que el día 17 de febrero de 2024, mediante correo electrónico fue notificado por parte 

de la accionada, en la que, según este, solo se pronuncia sobre la segunda petición y no 

resuelve de fondo la petición primera petición.  
 

A su turno, el accionado NOTARÍA PRIMERA DE SOLEDAD, manifiesta que el día 23 de 

enero de 2.024, recibieron el derecho de petición radicado bajo el No. 0037, y le solicitaron 

al petente, que enviara el documento completo para proceder a dar respuesta a su petición. 

Por lo que el día 17 de febrero de 2024, se respondió el mismo, y se amplió la petición el 28 

de febrero de 2024 al correo electrónico cir.ivanovichiimenez@qmail.com  
 

De las pruebas obrantes, dentro del plenario encuentra el despacho, que el accionante, 

efectivamente invoco su derecho fundamental de petición ante la accionada tal como se 

puede constatar en el pantallazo anexo. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO 

PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

Así mismo hay constancia de la respuesta emitida por parte de la accionada al actor, donde le requiere 

para que aporte unos documentos necesarios para el trámite solicitado. (Ver pantallazos anexos) 

Por lo que, al estudiar el contenido de la respuesta, verifica el despacho que se otorgó una respuesta 

de fondo frente a la solicitud, donde le explicaron que esta debía cumplir con aportar unos 

documentos, tal como se manifestó y se verifico anteriormente en los pantallazos anexos. Excede el 

ámbito de competencias del juez constitucional, revisar la legalidad de las respuestas, la protección 

al derecho de petición se circunscribe a la verificación que las respuestas deben ser de fondo y 

suficientes frente a la cuestión planteada.  

Al respecto, la Corte en la sentencia T-561 de 2007, explicó: “Ahora bien, esta Corporación ha 

manifestado que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface 

los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones 

del peticionario”.  

Así las cosas, al verificar que existe respuesta de fondo, y que no se acredita los presupuestos 

jurisprudenciales para la procedencia excepcional de la tutela, se negarán las pretensiones. 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho fundamental 

de DERECHO DE PETICION, invocado por el accionante IVANHOVICH JIMENEZ 

BASTIDAS, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

TERCERO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

CUARTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  

 

 

 

 

 

 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov


Firmado Por:

Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal

Juzgado Municipal

Civil 005

Soledad - Atlantico
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: fe9685cf24e8175ddbf8117f91c9e51a3abc9d3d4d2c47d33368134d39abdad7

Documento generado en 01/04/2024 09:13:03 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



   
                    
 

 
 

Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 
 

 
RADICADO: 08-758-41-89-004-2024-00256-00 
ACCIÒN DE TUTELA  
Accionante: ALFREDO AGUDELO RODRIGUEZ C.C. 9.134.658 
Accionado: INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – IMTTRASOL. 

Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 

www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

 
INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por ALFREDO AGUDELO 
RODRIGUEZ, actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE 
DE SOLEDAD – IMTTRASOL, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales DE PETICIÓN y 
DEBIDO PROCESO. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024). 
 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por ALFREDO AGUDELO RODRIGUEZ, 
actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD 
– IMTTRASOL, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales DE PETICIÓN y DEBIDO 
PROCESO. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

En virtud de lo motivado el Juzgado,  
 

R E S U E L V E 
 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por ALFREDO AGUDELO RODRIGUEZ, actuando 

en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD 
– IMTTRASOL, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales DE PETICIÓN y DEBIDO 
PROCESO. 
 

2. OFICIAR: al INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – 
IMTTRASOL, a fin de que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de 
la presente comunicación, se sirva a rendir un informe detallado conforme a los hechos expuestos en 
sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a que la actora notifique a la entidad a través de correo 
electrónico y allegue constancia a este Despacho de la notificación.   
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
 

4. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal

Juzgado Municipal

Civil 005

Soledad - Atlantico
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: eb84e999138a0b45085e7a8e835ea81d23677c5f6e533aa19f4425af45fb83ff

Documento generado en 01/04/2024 09:49:38 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

http://www.ramajudicial.gov.co/


                                                                                                                                               
                                                        Consejo Superior de la Judicatura 
                                                Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE SOLEDAD 
 
RADICADO: 087584189-004-2019-00281-00 
PROCESO: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: JOSE VASCO MORALESC.C. 72.168.312 
DEMANDADO: FERNANDO ELIAS BELTRAN SOTO C.C. 72.178.822  
 

JRD 
Carrera 21 calle 20 esquina, Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

INFORME SECRETARIAL. Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Señora Juez, a su Despacho el proceso de la referencia, informándole que la parte demandante allega 
constancia de notificación del demandado y solicita se siga adelante la ejecución. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ  
  SECRETARIA  

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA A 
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, primero (01) 
de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 
Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que la parte demandante JOSE LORENZO VASCO, 
por medio de su apoderado judicial aporta constancia de notificación por correo electrónico al demandado 
FERNANDO ELIAS BELTRAN SOTO y solicita se siga adelante la ejecución.  
 
De la certificación aportada expedida por la empresa TEMPO EXPRESS donde consta que la CITACION para 
diligencia de notificación personal y notificación por aviso, el despacho verifica que se ajustan a lo establecido 
en el artículo 8 de la Ley 2213 de 2022, por consiguiente, se tendrán por debidamente notificados del auto que 
libra mandamiento de pago, de fecha Nueve  (9) de Septiembre de dos mil Diecinueve (2019). 
 
Teniendo en cuenta que los demandados guardaron silencio sin hacer uso del término concedido por la ley para 
contestar la demanda, presentar excepciones o recursos, el Despacho está en el deber de dar aplicación a lo 
consagrado en el artículo 440 de la Ley 1564 de 2012, que reza: 
 

 “...Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto que no 
admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, 
si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en 
el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado”.  

 
Por lo que se, 

RESUELVE 
 

1. Seguir adelante la ejecución contra el demandado FERNANDO ELIAS BELTRAN SOTO C.C. 
72.178.822, para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento de pago.  
 

2. Ordénese el avalúo y remate de los bienes embargados, si los hubiere, o los que se lleguen a embargar. 
 

3. Requiérase a las partes para que practiquen la liquidación de crédito, conforme a lo establecido en el 
art. 446 del C.G.P. 
 

4. Condénese en costas a la parte demandada. Liquídense por secretaría. 
 

5. Notifíquese el presente auto por estado. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00294-00 
PROCESO: EJECUTIVO LABORAL 
DEMANDANTE: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A.         
NIT 800.144.331-1 
DEMANDADO: HG5 S.A.S. NIT 901.443.638-8. 
  
 
INFORME SECRETARIAL.- Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Señor Juez, a su Despacho el proceso de la referencia. Informándole que el apoderado judicial de la parte 
demandante por medio de apoderada judicial, solicita la TERMINACION DEL PROCESO POR PAGO TOTAL. 
Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
LA SECRETARIA  

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD. Soledad,  primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024) 
Visto y verificado el informe secretarial, se tiene que el Dr MICHAEL DUQUE CARMONA en calidad apoderado 
judicial de la parte demandante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PORVENIR S.A.NIT 800.144.331-1, solicita la terminación del proceso por pago total, de lo cual se constata 
que la petición cumple con los requisitos exigidos por el artículo 461 del CGP, que dice.  
 
Artículo 461. Terminación del proceso por pago. “Si antes de iniciada la audiencia de remate se presentare 
escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la 
obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los 
embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente.” 
 
En consecuencia, se levantarán las medidas cautelares decretadas en el proceso que sirvió de base para esta 
obligación. 
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, se, 

RESUELVE 
 

1. Decretase la terminación del presente proceso seguido ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A.NIT 800.144.331-1 en contra de HG5 S.A.S. NIT 
901.443.638-8, por pago total de la obligación.  
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2. Ordénese el levantamiento de medidas sobre los bienes, muebles e inmueble y/o dineros, y demás 

bienes que se hayan embargado dentro presente proceso de propiedad de HG5 S.A.S. NIT 
901.443.638-8, por no encontrarse en el expediente constancia de embargo de remanente que recaiga 
sobre el mismo. 

 
3. En caso de existir, hágase la devolución de dineros a la parte demandada como resultado de 

descuentos ordenados en las medidas cautelares.  
 

4. Abstenerse de condenar en costas. 
 

5. Cumplido lo anterior, archívese el presente proceso. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

          MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL – Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 

Señora Juez, a su despacho el proceso de la referencia, informándole que se encuentra pendiente ejercer 
control de legalidad oficioso, al revisarse la demanda se evidencia yerros en la demanda primigenia. Sírvase 
proveer.  
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
SECRETARIA 

 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, primero (01) 

de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Con ocasión del estudio del expediente contentivo del proceso de la referencia, se observa que mediante auto 
de fecha veintidós (22) de septiembre de dos mil veintitrés (2023), se admitió la demanda de restitución de 
inmueble incoada por GLADYS MARIA IBARRA GARIZADO en contra de FANNY CANDELARIA GARCIA 
MEZA, no obstante, al revisar el escrito de la demanda, se observan varios yerros que impiden continuar con 
el trámite del proceso, por lo cual se hace necesario ejercer un control de legalidad previa las siguientes, 

 
CONSIDERACIONES 

 
El control de legalidad propende por la efectividad de los procesos y por la protección del aparato judicial, 
evitando que se adelanten actuaciones que estén condenadas al fracaso, para tal fin, se faculta al juez de la 
causa para que proceda a sanear los vicios que puedan presentarse en el trámite de cada proceso, en procura 
de garantizar la legalidad absoluta de lo actuado. 
 
En el caso sub examine, se observa que, mediante providencias del veinticinco veintidós (22) de septiembre de 
dos mil veintitrés (2023), se admitió la demanda de restitución, no obstante, se encontró un yerro en el escrito 
de la demanda la cual no se tuvo en cuenta en su momento de emitir la admisión, en tanto, es del caso dar 
aplicación a lo dispuesto en el artículo 132 de Código General del Proceso, según el cual señala:  
 

“ARTÍCULO 132.- CONTROL DE LEGALIDAD. Agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar 
control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras irregularidades 
del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas 
siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los recursos de revisión y casación”. 

 
Revisado el expediente judicial, se observan los siguientes errores los cuales deberán ser subsanadados para 
continuar con los demás tramites procesales:  
 

1. No se indica el lugar del domicilio de la parte activa, así como tampoco se indicó su identificación tal 
como lo exige el numeral 2 del articulo 82 del Código General del Proceso.   
 

2. Se observa en el contrato de arriendo objeto de la presente demanda que existen como arrendatarios, 
aparte de FANNY CANDELARIA GARCIA MEZA, los señores YIRA PATRICIA ARRIETA CANTILLO 
y JUAN FERNANDO MONTAÑO DURAN, quien no aparecen en el escrito de la demanda, por lo que 
la activa debe incorporarlos en la demanda para la correcta conformación de la parte pasiva de la 
presente litis.   
 

3. Se vislumbra que no satisface el requisito establecido en el numeral 5 del artículo 82 del Código 

General del Proceso el cual establece:  
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SICGMA 

 

“Los hechos que le sirven de fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, 

clasificados y numerados.” 

 

Conforme a lo anterior, se observa que, en la redacción de los hechos de la demanda, muy a pesar 

que todos se encuentran enumerados, lo cierto es que en los mismos se realiza una mezcla de varios 

hechos y omisiones, circunstancia que conlleva a errar al momento que la demandada quiera dar una 

respuesta univoca si los admite, niega o no le constan. Así como dificulta la futura fijación del litigio. 

 

A continuación, el Despacho indicará los hechos donde se aprecian tales circunstancias: En los hechos 

3, 4, 5, 6, y 7 del acápite de hechos, se observa que los mismos contienen dos y más afirmaciones 

que conducen a varios hechos, los cuales deberán ser modificados, clasificándolos y enumerándolos 

de manera individualizada. 

4. El inciso primero del artículo 83 del Código General del Proceso señala:  

“REQUISITOS ADICIONALES. Las demandas que versen sobre bienes inmuebles los 
especificarán por su ubicación, linderos actuales, nomenclaturas y demás circunstancias que 
los identifiquen. No se exigirá transcripción de linderos cuando estos se encuentren contenidos 
en alguno de los documentos anexos a la demanda”. (subrayado fuera del texto).  

Una vez revisada la demanda y sus anexos, no se encuentra en la misma indicados los linderos del 
inmueble objeto del presente proceso, tal como lo exige la norma antes citada.  

5. No se indica en el acápite de notificaciones las direcciones electrónicas de las partes, requisito 

contemplado en el numeral 10 del artículo 82 del CGP y el inciso primero del artículo 6 de la Ley 2213 

de 2022. 

6. No se observa en la demanda, que la parte actora remitiera copia de la demanda y sus anexos a la 
pasiva, como lo exige el artículo 6 de la Ley 2213 de 2022, el cual señala en su inciso quinto lo 
siguiente: 

 
“En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que 
ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 
desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al presentar 
la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 
anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al 
inadmitirse la demanda presente. el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que 
haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad 
judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 
acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos”. 

 
En el expediente no se observa que la parte activa solicitara medidas cautelares o en su defecto, que 
enviara copia de la demanda a la parte pasiva como lo exige la norma antes citada, además de 
acreditar el envío de la subsanación. 
 

7. Observa el Despacho que hubo una indebida acumulación de pretensiones al solicitar con la presente 
demanda de restitución de inmueble, peticiones propias de un proceso de ejecutivo, como las que se 
observan en el numeral tercero del acápite de pretensiones al solicitar que se el pago de la cantidad 
de $35.310.793 por concepto de cánones de arriendos dejados de pagar.    
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD 
TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR EL 
ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 
2,018 AL CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 
Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 
en Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 
A.M Soledad, 
_____________ 

LA SECRETARIA 

En ese orden, la parte activa debe reformular las pretensiones, toda vez que de la forma que fue 
presentada con la demanda se encuentra inmersa en causal de inadmisión tal como lo señala el 
numeral 3 del artículo 90 del Código General del Proceso.  

 
Se dispondrá en consecuencia la inadmisión de la demanda de restitución, por los anteriores motivos, y se 
concederá al demandante el término de cinco (5) días hábiles, a fin de que subsane los defectos señalados 
anexando los documentos requeridos, so pena de rechazo.  
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, se, 
 

RESUELVE 
 

1. DEJAR sin efectos los autos calendados con fecha veintidós (22) de septiembre de dos mil veintitrés (2023), 

y demás providencias posteriores, por las razones expuestas en la parte motiva de la providencia. 
 

2. INADMITIR la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 
 

3. CONCEDER al demandante el término legal de cinco (5) días hábiles, a fin de que subsane las deficiencias 
antes anotadas. Si así no lo hiciere, se rechazará la demanda.  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

 

              MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

             JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL. – Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

Señora Juez, a su despacho el proceso de la referencia, informándole que el apoderado judicial de la parte 
demandante CREDIFAMILIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A., presentó memorial, mediante el cual 
solicita la terminaciòn del proceso por pago DE CUOTAS EN MORA. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 

                                                                                                                                                              SECRETARIA 
 
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, primero (01) 
de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

Visto el informe secretarial que antecede, se tiene que la DRA WENDY LORENA BELLO RAMIREZ en calidad de 

apoderada judicial de la parte demandante, presentó memorial dirigido al correo institucional, mediante el cual 

solicita la terminación del proceso por pago de las cuotas en mora de la obligación contenida en este proceso. 

 

Una vez verificada la solicitud presentada por el apoderado judicial del demandante, y como quiera que cuenta con 
facultades para solicitar lo expuesto, considera el despacho que se cumple con los requisitos exigidos por la 
normatividad vigente, por lo cual se procederá a dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 461 del C.G.P. que a 
la letra reza: 
 

 “Si antes de iniciada la audiencia de remate, se presentare escrito proveniente del ejecutante o su apoderado 

con facultad para recibir, que acredite el pago de la obligación demandada y las costas, el juez declarará 

terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los embargos y secuestros, si no estuviere embargado el 

remanente…” 

 

Por lo que se, 
RESUELVE 

 

1. Dar por terminado por pago de las cuotas en mora del crédito contenido en la obligación No 90000107150 
dentro del presente proceso de CREDIFAMILIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A. contra la señora 
ARLEDYS DEL CARMEN ARGUMEDO, obligación que queda vigente a favor del demandante.  
 

2. Decrétese el DESEMBARGO de los bienes embargados dentro del presente proceso de propiedad de la 
demandada ARLEDYS DEL CARMEN ARGUMEDO. Líbrese oficios de rigor y hágase entrega de los 
mismos. 

 

3. Hágase entrega a la parte demandante del desglose de los documentos que sirvieron de base para el 
cobro de la presente obligación, lo anterior previa cancelación del arancel judicial. 
 

4. No se condenará en Costas. 
 

5. Archívese el expediente.                                                     
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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Primero (01) de abril de Dos Mil Veinticuatro (2024). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por NOHORA ISABEL CARDENAS 

ESPINOSA, actuando en nombre propio, contra TRIPLE A S.A. E.S.P, por la presunta vulneración 

del derecho fundamental DE PETICIÓN. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

PRIMERO: Les manifiesto que soy usuaria de la empresa SOCIEDAD DE ACUEDUCTO 

ALCANTARILLADO Y ASEO DE BARRANQUILLA TRIPLE AAA S.A E.S.P. Mediante la póliza No. 

835926 y esta empresa me presta el servicio de AGUA, ASEO Y ALCANTARILLADO en un predio 

de mi propiedad; ubicado en la calle 59B No.15G-23 piso 1 del barrio Villa de las Moras, zona 8 

del municipio de Soledad, Atlántico.                               

SEGUNDO: desde el día 4 de abril de 2022, le presente una petición a la empresa TRIPLE AAA S.A 

E.S. P y el día 26 de abril  sin fijar el año de elaboración de dicho documento; ésta empresa me 

contesto de manera escueta y desacertada y  sin resolver de fondo mi petición; ya que se limita a 

exponer una situación no acorde con mi inconformidad en la prestación del servicio de agua y es 

por ello que decido presento una petición a la empresa triple AAA y responden sin darle sin atender 

mis interrogantes y es por ello que decido  INTERPONER UN RECURSO DE REPOSICION Y EN 

SUBSIDIO EL DE APELACION, en contra de la desacertada respuesta y mi PETICION SUBE A 

LA SUPERINTENDENCIA  DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS y  hasta la fecha  han 

transcurrido VEINTIDOS (22) MESES y no he recibido ninguna respuesta al especto; por parte de 

la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS.  

TERCERO: Debido a esa dilación injustificada; la empresa TRIPLE AAA S.A E.S. P; todos los meses 

me vienen a suspender el servicio de agua;  en mi predio objeto de reclamación  y como este caso 

se encuentra en apelación ante LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS 

DOMICILIARIOS; se abstenían de SUSPENDERME EL SERVICIO DE AGUA.  

Pero el día tres (3) de febrero del año en curso; llegaron unos funcionarios de la empresa TRIPLE  

AAA a mi predio y como no había nadie en ese momento; procedieron a SUSPENDERME EL 

SERVICIO DE AGUA-  

CUARTO: Mi predio a pesar de tener UN MEDIDOR en perfecto estado, me están haciendo una 

lectura estimada. Lo manifiesto Por las siguientes razones:  

a) La inquilina que venía ocupando el apartamento, hasta el día 6 de febrero del año 2022. La 

lectura del agua que entrego ella, fue de 1230 (el cual anexo)  

b) Les manifiesto que apenas desocuparon el apto, yo lo reporte a la empresa triple AAA como 

DESOCUPADO Y una lectura de 1240 metros cúbicos y el apto fue ocupado nuevamente el día 14 

de marzo. Lo que indica que la lectura del mes de febrero del 2022, se tomó de manera errada, ya 

que según esta lectura; el medidor estaría andando en retroceso.   
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Dice un aforismo jurídico, DAME LOS HECHOS Y TE DARE EL DERECHO.  

PRETENSIONES. 

Que se tutelen MIS DERECHOS FUNDAMENTALES AL DERECHO DE PETICION y que la 

empresa de ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y ASEO DE BARRANQUILLA- TRIPLE AAA S.A 

E,S,P  REVOQUE SU DECISION DE FECHA 26 DE ABRIL…RESUELTA SIN AÑO DE 

EXPEDICION;  EN DONDE ME NIEGA MI PETICION PRESENTADA ANTE LA EMPRESA 

TRIPLE AAA DE BARRANQUILLA;DE FECHA CUATRO (4) DE ABRIL DE 2022. 

 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 26 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada TRIPLE A S.A. E.S.P, para que dentro del 

plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen por 

DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

En auto de misma fecha se ordenó Oficiar a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS 

DOMICILIARIOS, a la presente acción, para que, en ejercicio de sus competencias realicen las 

investigaciones pertinentes frente a la acción de tutela de la referencia. 

El Accionado, TRIPLE A S.A. E.S.P , No contestó a los hechos lo siguiente: 

El Accionado, SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS, el 24 

de enero de 2024, contesto a los hechos lo siguiente: 

“El señor(a) NOHORA ISABEL CARDENAS ESPINOSA presenta Acción de Tutela contra la 

empresa TRIPLE A S.A. ESP por presunta vulneración del derecho fundamental de petición y el 

respetado despacho judicial ofició a la superintendencia porque argumenta la parte accionante que 

este organismo no ha resuelto un recurso de apelación subsidiario del de reposición que presentó 

en sede de la empresa prestadora.  

Respetuosamente me permito manifestar al señor juez que lo afirmado por la parte Accionante NO 

ES CIERTO. 

El señor(a) NOHORA ISABEL CARDENAS ESPINOSA presenta Acción de Tutela contra la empresa 

TRIPLE A S.A. ESP por presunta vulneración del derecho fundamental de petición y el respetado 

despacho judicial ofició a la superintendencia porque manifiesta que no se ha resuelto el recurso de 

apelación 20228203450172 del 5 de septiembre de 2022. 

SUSTENTO DE LA EXCEPCIÓN RESPECTO DE ESTE CARGO  

Respetado señor juez, la Dirección Territorial Norte de la Superintendencia sí resolvió de fondo el 

recurso de apelación citado por la hoy Accionante.  

Para el efecto, la Dirección Territorial Norte de la Superintendencia emite la Resolución No. SSPD 

– 20248200083995 del 29 de febrero de 2024 por la cual resolvió el recurso de apelación y se está 

en trámite de notificación al suscriptor o usuario y a la empresa.  
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Todo lo anterior de conformidad con el ordenamiento jurídico aplicable al caso. 

 Así las cosas, es FORZOSA la DECLARACIÓN DE SUSTRACCIÓN DE MATERIA RESPECTO DE 

LA SUPERINTENDENCIA y, por ende, la DENEGACIÓN DEL AMPARO TUTELAR respecto de 

este organismo. 

PETICIONES 

Como corolario de todo lo anterior y de lo expuesto por esta Superintendencia, le solicito muy 

respetuosamente a ese Despacho al momento de proferir su fallo, se declare la inexistencia de 

violación de derechos fundamentales por parte de la Superintendencia o la improcedencia de la 

acción.” 

 

COMPETENCIA 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 

objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 

2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 
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preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 

protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su aplicación como 

derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de importancia y de resorte, 

siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte Constitucional cuando señala lo 

siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de obtener pronta 

resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera irrespetuosa. Es en la 

resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho adquiere toda su dimensión como 

instrumento eficaz de la participación democrática, el derecho a la información y la efectividad de 

los demás derechos fundamentales. El derecho de petición es uno de los instrumentos fundamentales 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se pueden hacer valer muchos otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el 

derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

La carga de la prueba en materia de tutela y la presunción de veracidad. Reiteración de 

jurisprudencia. 

  
2.1.1 El Decreto 2591 de 1991, en su artículo 3º,  establece como uno de los principios rectores de la 

acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”.[1] Por este motivo, una de las 

características de esta acción – cuyo fin es la salvaguarda y garantía de los derechos fundamentales 

- es su informalidad. 

  

En materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier 

medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal.[2] Esta informalidad 

probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios 
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probatorios aportados al proceso, puede - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - 

dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 

2591 de 1991[3]. 

  

De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista 

una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho 

fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es 

decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho 

constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente su 

transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, 

además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la 

idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien invoca un hecho tiene el deber de aportar los 

medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos 

necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la 

prueba o le generen un convencimiento sobre la veracidad del mismo. 

  

2.1.2 Ahora bien, por mandato de la Constitución, tratándose de la protección y aplicación de los 

derechos, las actuaciones de los particulares se presumen ceñidas a los postulados de la buena fe[4]. 

Por este motivo, cuando una persona acude al juez constitucional buscando la protección de sus 

derechos fundamentales se encuentra respaldada por la presunción de veracidad. 

  

Lo anterior se encuentra ligado a las facultades oficiosas del juez constitucional, ya que éste puede 

requerir informes – conforme al artículo 19 del Decreto 2591 de 1991 – de la parte demandada para 

determinar “los antecedentes del asunto (…)”[5]. En este orden de ideas, si el mencionado informe 

no es rendido dentro del plazo conferido por la autoridad judicial, “se tendrán por ciertos los hechos 

y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”[6]. 

  

2.1.3 Ahora bien, en la jurisprudencia de esta Corporación se puede observar cómo ha sido 

interpretada y aplicada esta presunción. Es importante recalcar que, en todo caso, se parte de la idea 

de que la misma constituye una sanción de la conducta procesal asumida por una de las partes debido 

a su negligencia o desinterés en la resolución del conflicto ius fundamental[7]. Así mismo, el juez 

constitucional está llamado a utilizarla como un medio para convencerse del acaecimiento de los 

hechos narrados por la parte demandante en razón a la celeridad e inmediatez de la acción de tutela 

y a la eficacia con la que se deben proteger los derechos fundamentales. Esto último, sin perjuicio de 

que la autoridad judicial estime necesario desplegar sus poderes oficiosos para determinar la 

ocurrencia de los hechos alegados por la parte demandante. 

  

Esta facultad de apreciación de la conducta procesal de la parte demandada para determinar el 

acaecimiento de los hechos alegados no es una potestad exclusiva del juez constitucional. Por el 

contrario, se halla incluso en la legislación procesal civil. Así, para citar tan sólo unos ejemplos, el 

CPC, al referirse a los indicios, contempla en el artículo 249 que “El juez podrá deducir indicios de 

la conducta procesal de las partes”. En el mismo sentido, el inciso 7º del artículo 208 del mencionado 

Código – que regula el interrogatorio de parte – dispone que “si el interrogado se negare a contestar 

o diere respuestas evasivas o inconducentes, el juez lo amonestará para que responda o para que lo 

haga explícitamente con prevención sobre los efectos de su renuncia (…)”; los cuales harán, según 

el inciso primero de artículo 210 “(…) presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de 

confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas admisibles, contenidas en el interrogatorio 

escrito (…)”. 

  

2.1.4 Como fue indicado anteriormente, la Corte, a través de su jurisprudencia, se ha pronunciado en 

torno a la presunción de veracidad. Así, en la sentencia SU-813 de 2007 esta Corporación indicó 

que “(…) es pertinente recordar que el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 consagra la presunción 
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de veracidad como un instrumento para sancionar el desinterés o negligencia de la autoridad pública 

o el particular contra quien se ha interpuesto una acción de tutela, particularmente porque dentro del 

plazo señalado por el juez, no rinde la información por éste solicitada (Art. 19 Decreto 2591 de 1991), 

logrando con ello que los hechos narrados por el accionante en la demanda de tutela sean tenidos 

como ciertos (…). En consecuencia, vistas las circunstancias propias de los casos objeto de revisión 

en esta sentencia, se tendrán por ciertos los hechos expuestos por los accionantes en cada una de sus 

acciones de tutela, respecto de aquellas partes vinculadas al trámite de dichas acciones de tutela, y 

que no intervinieron en ellas” (subrayas fuera del original)[8].   

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para 

sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando 

realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

                                                           
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
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contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

3. ALCANCE Y EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA. - 

 

La Corte Constitucional en múltiples oportunidades se ha pronunciado sobre el sentido y el alcance 

del derecho fundamental de petición y ha señalado de forma categórica que la Administración tiene 

la obligación de proferir una contestación pronta y de fondo en relación con los asuntos planteados 

por los administrados. Precisamente, esta Corporación ha señalado el alcance y ejercicio de este 

derecho fundamental en los siguientes términos: 

"a). El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b). El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 

cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se 

reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c). La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, 

clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

constitucional fundamental de petición. 

d). Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e). Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine. 

(...) 

g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

h). La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. 

i). El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más 

del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994."1 

 

Posteriormente, la Corte añadió a estos supuestos, otros dos: (i) que la falta de competencia de la 

entidad ante quien se presenta la solicitud no la exonera del deber de responder;2 y, (ii) que, ante la 

presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado. 
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4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y ELEMENTOS 

ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 

El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda persona a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones 

privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución[13]. El marco jurídico de esta 

garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 

Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 

situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 

requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que tienen carácter reservado, entre 

estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el Legislador previó la posibilidad de que, en 

casos como estos, tales documentos puedan ser solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo 

del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no 

requiere de representación a través de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o 

escrita[17], a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 

  

No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 

  

En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 
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incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 

sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 

  

Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 

(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, en 

virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de petición 

cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o ambiguas[32], al 

considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve sustancialmente la 

materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, la respuesta, puede 

implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los intereses del 

peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la respuesta 

dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 

  

La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 
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información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 

al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 

 

Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 

  

“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto). 
 

 

ANALISIS DEL CASO CONCRETO   

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que es usuaria de la empresa accionada, 

mediante la póliza No. 835926, del predio de su propiedad, ubicado en la calle 59B No.15G-

23 piso 1 del barrio Villa de las Moras, zona 8 del municipio de Soledad, Atlántico.                               

Que desde el día 4 de abril de 2022, presentó derecho de petición y el día 26 de abril sin fijar 

el año de elaboración de dicho documento; esta empresa me contesto de manera escueta y 

desacertada y sin resolver de fondo su petición; ya que se limitó a exponer una situación no 

acorde con su inconformidad en la prestación del servicio de agua. Por lo que interpuso un 

RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO EL DE APELACION, en contra de la 

decisión, y hasta la fecha han transcurrido veintidós (22) meses y no he recibido ninguna 

respuesta por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS 

DOMICILIARIOS.  

Por lo que la accionada, procedió a suspender el servicio de agua; estando en reclamación el 

servicio de agua. Que su predio estaba desocupado, y lo reporto a la empresa triple AAA 

como desocupado y una lectura de 1240 metros cúbicos y el apto fue ocupado nuevamente 

el día 14 de marzo. Lo que indica que la lectura del mes de febrero del 2022, se tomó de 

manera errada, ya que según esta lectura; el medidor estaría andando en retroceso.   

A su turno, la accionada TRIPLE A S.A. E.S.P., No dio contestación a los hechos. Por lo 

que se le dará aplicación al articulo 20 del decreto 2591 de 1991 ARTICULO 20. 

PRESUNCION DE VERACIDAD. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo 
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correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo 

que el juez estime necesaria otra averiguación previa. 

Por su parte, la Accionada SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS 

DOMICILIARIOS, manifiesto que lo afirmado por la parte Accionante NO ES CIERTO. 

Que no se haya resuelto el recurso de apelación 20228203450172 del 5 de septiembre de 

2022. Pues, exponen que sí se resolvió de fondo el recurso de apelación citado por la hoy 

Accionante. Para el efecto, la Dirección Territorial Norte de la Superintendencia emite la 

Resolución No. SSPD – 20248200083995 del 29 de febrero de 2024 por la cual resolvió el 

recurso de apelación y se está en trámite de notificación al suscriptor o usuario y a la 

empresa.  

De las pruebas obrantes dentro del plenario, da cuenta el vinculado SUPERINTEDENCIA 

DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS que dio respuesta efectiva al recurso de 

apelación impetrado contra la accionada TRIPLE A, a través de resolución No. SSPD 

20248200083995 del 29 de febrero de 2024, que si bien no fue en el termino que da la ley, 

se hizo durante el transcurso de la presente acción, por lo que podría determinarse que a la 

fecha no existe vulneración de los derechos del actor.  

  

Sin embargo, revisados los anexos que aporta la entidad vinculada, no encuentra el despacho, 

constancia de que la misma haya sido remitida al accionante. Por lo que no se cumple con 

una de las reglas y elementos de aplicación que ha fijado la jurisprudencia constitucional 

como es 3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe 

ser oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) 

la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, 
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precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del 

peticionario.  

Así las cosas, el despacho, procederá a ordenar a la vinculada que remita la respuesta de fondo 

aportada al despacho a la accionante señora NOHORA ISABEL CARDENAS ESPINOSA, en el 

término de 24 horas, siguientes a la notificación de este proveído, por ser esta la titular del derecho 

vulnerado, y no el juzgado.  

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Constitución. 
 

RESUELVE: 

PRIMERO: TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho fundamental de 

PETICIÓN invocado por el accionante NOHORA ISABEL CARDENAS ESPINOSA contra 

TRIPLE AAA S.A. E.S.P., conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la entidad vinculada SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

PUBLICOS DOMICILIARIOS., para que, en el término de 24 horas, improrrogables, emita la 

resolución No. SSPD 20248200083995 del 29 de febrero de 2024 debidamente notificada a la 

señora NOHORA ISABEL CARDENAS ESPINOSA, so pena de incurrir en las sanciones de ley. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

CUARTO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

QUINTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  
 

 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE, 
 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por DEFENSORIA DEL PUEBLO, 
DR. FRANK HEINZ SARMIENTO JULIO, en calidad de agente oficioso de MARIO FERNANDO CASTELLAR 
NIEBLES, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – IMTTRASOL, 
por la presunta vulneración de los derechos fundamentales DE PETICIÓN, HABEAS DATA y DEBIDO 
PROCESO. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024). 
 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por DEFENSORIA DEL PUEBLO, DR. 
FRANK HEINZ SARMIENTO JULIO, en calidad de agente oficioso de MARIO FERNANDO CASTELLAR 
NIEBLES, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – IMTTRASOL, 
por la presunta vulneración de los derechos fundamentales DE PETICIÓN, HABEAS DATA y DEBIDO 
PROCESO. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

En virtud de lo motivado el Juzgado,  
 

R E S U E L V E 
 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por DEFENSORIA DEL PUEBLO, DR. FRANK 

HEINZ SARMIENTO JULIO, en calidad de agente oficioso de MARIO FERNANDO CASTELLAR 
NIEBLES, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – 
IMTTRASOL, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales DE PETICIÓN, HABEAS 
DATA y DEBIDO PROCESO. 
 

2. OFICIAR: al INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD – 
IMTTRASOL, a fin de que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

la presente comunicación, se sirva a rendir un informe detallado conforme a los hechos expuestos en 
sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a que la actora notifique a la entidad a través de correo 
electrónico y allegue constancia a este Despacho de la notificación.   
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
 

4. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, primero (01) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por WALTER ANTONIO SANABRIA 
SUA, actuando en nombre propio, contra TRIPLE A S.A. E.S.P., por la presunta vulneración del derecho 
fundamental DE PETICIÓN. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, primero (01) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024). 
 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por WALTER ANTONIO SANABRIA 
SUA, actuando en nombre propio, contra TRIPLE A S.A. E.S.P., por la presunta vulneración del derecho 
fundamental DE PETICIÓN. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

En virtud de lo motivado el Juzgado,  
 

R E S U E L V E 
 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por WALTER ANTONIO SANABRIA SUA, actuando 

en nombre propio, contra TRIPLE A S.A. E.S.P., por la presunta vulneración del derecho fundamental 
DE PETICIÓN. 
 

2. OFICIAR: a la TRIPLE A S.A. E.S.P., a fin de que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas 
a partir del recibo de la presente comunicación, se sirva a rendir un informe detallado conforme a los 
hechos expuestos en sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a que la actora notifique a la entidad a 
través de correo electrónico y allegue constancia a este Despacho de la notificación.   
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 
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COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

4. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 
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Primero (01) de abril  de dos mil veinticuatro (2024). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por JUAN CARLOS ECHEVERRIA 

PISCIOTTI, actuando en calidad de apoderado de la empresa PLASTICOS ASOCIADOS S.A., 

contra SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD Y ALCALDIA DE SOLEDAD, por la 

presunta vulneración de los derechos fundamentales de PETICIÓN y DEBIDO PROCESO. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

1. El 27 de abril de 2023 El Juzgado 3 municipal de soledad Atlántico al interior del proceso 

con radicado 08-758-40-03-003-2022-001 Correo Electrónico: 

j03cmpalsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co  ordenó el cambio de secuestre para llevar a 

cabo diligencia secuestro en esa municipalidad. En tal razón ordenó el cambio de la 
secuestre nombrada mediante auto calendado 13 de mayo de 2022 señora MARGARITA 

IRINA CASTRO PADILLA, por no aparecer en el nuevo listado de auxiliares de la justicia.  

2. El proceso antes mencionado viene remitido del Juzgado Cuarto (4°) de Ejecución Civil 

Municipal de Barranquilla, bajo radicado No 08001-40-53-017-2018-00386-00, promovido 

por: PLASTICOS ASOCIADOS S.A contra YORK JUGUETERIA VARIEDADES DETALLES 

CACHARRO Y MUCHO MAS JORGE NIÑO FRANCO  

3. Al verificar lo anterior, y atendiendo que el nuevo listado de auxiliares publicado e 

informado por la Dirección Ejecutiva Seccional de la Administración Judicial de 

Barranquilla, que rige a partir del 01 de marzo de 2023, según RESOLUCION No. 

DESAJBAR23-2357 del 31/03/23, el juzgado designó un nuevo secuestre, para la práctica 

de la diligencia ordenada mediante proveído 13/05/2022.  

4. Y resolvió en consecuencia RELEVAR del cargo de secuestre a la señora MARGARITA 

IRINA CASTRO PADILLA, designada mediante auto de fecha 13 de mayo de 2022, y en su 

remplazo nombrar como secuestre para este cometido al señor JOSE MARTIN AHUMADA 

ZAMBRANO, identificado con Cedula de ciudadanía N° 7.459.647, TEL: 310357-4168, 

correo electrónico joseahumadazambrano@gmail.com.  

5. Se ordenó SURTIR oficio al comisionado señor alcalde de Soledad, informando sobre la 

designación del nuevo secuestre dentro del presente proceso el día 8 de junio de 2023  

6. En consecuencia, el 21 de julio de 2023 el suscrito solicitó a la secretaria de gobierno se 

fijara fecha para llevar a cabo la diligencia de secuestro y hasta la fecha a hecho caso omiso 

violando los postulados del debido proceso y la orden de un juez de la república.  

7. Ante el incumplimiento el 10 de noviembre de 2023 presente derecho de petición a las 

entidades acá demandadas y hasta la fecha no se fijado fecha de secuestro.  

8. Lo anterior en perjuicio de mi cliente  

PETICIONES 

  

1.  SOLICITO en nombre de mi cliente y de manera inmediata se fije fecha para llevar a 

cabo diligencia de secuestro sobre los inmuebles especificados en auto que así lo ordena 

y que sea notificada al correo electrónico jcecheve1971@hotmail.com. Y 

joseahumadazambrano@gmail.com.  
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ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 22 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada PLASTICOS ASOCIADOS S.A., contra 

SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD Y ALCALDIA DE SOLEDAD, para que 

dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen por 

DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

 

En auto de misma fecha se ordenó Oficiar a este trámite al JUZGADO TERCERO MUNICIPAL DE 

SOLEDAD, para que remita expediente digital de radicado 08-758-40-03-003-2022-00157-00 que 

cursa en su despacho. 

 
Los Accionados, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD Y ALCALDIA DE 

SOLEDAD, No contestaron a los hechos. 

 

COMPETENCIA 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 

objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 

2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 

protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su aplicación como 

derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de importancia y de resorte, 

siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte Constitucional cuando señala lo 

siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de obtener pronta 

resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera irrespetuosa. Es en la 

resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho adquiere toda su dimensión como 

instrumento eficaz de la participación democrática, el derecho a la información y la efectividad de 

los demás derechos fundamentales. El derecho de petición es uno de los instrumentos fundamentales 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se pueden hacer valer muchos otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el 

derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

La carga de la prueba en materia de tutela y la presunción de veracidad. Reiteración de 

jurisprudencia. 

  
2.1.1 El Decreto 2591 de 1991, en su artículo 3º,  establece como uno de los principios rectores de la 

acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”.[1] Por este motivo, una de las 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2009/T-601-09.htm#_ftn1


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 

 
RADICACIÓN: 08-758-41-89-004-2024-0011700 

ACCIÒN DE TUTELA 

Accionante: PLASTICOS ASOCIADOS S.A. NIT 890.935.366-2 

Accionado: SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD  

                    ALCALDIA DE SOLEDAD 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

características de esta acción – cuyo fin es la salvaguarda y garantía de los derechos fundamentales 

- es su informalidad. 

  

En materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier 

medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal.[2] Esta informalidad 

probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios 

probatorios aportados al proceso, puede - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - 

dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 

2591 de 1991[3]. 

  

De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista 

una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho 

fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es 

decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho 

constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente su 

transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, 

además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la 

idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien invoca un hecho tiene el deber de aportar los 

medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos 

necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la 

prueba o le generen un convencimiento sobre la veracidad del mismo. 

  

2.1.2 Ahora bien, por mandato de la Constitución, tratándose de la protección y aplicación de los 

derechos, las actuaciones de los particulares se presumen ceñidas a los postulados de la buena fe[4]. 

Por este motivo, cuando una persona acude al juez constitucional buscando la protección de sus 

derechos fundamentales se encuentra respaldada por la presunción de veracidad. 

  

Lo anterior se encuentra ligado a las facultades oficiosas del juez constitucional, ya que éste puede 

requerir informes – conforme al artículo 19 del Decreto 2591 de 1991 – de la parte demandada para 

determinar “los antecedentes del asunto (…)”[5]. En este orden de ideas, si el mencionado informe 

no es rendido dentro del plazo conferido por la autoridad judicial, “se tendrán por ciertos los hechos 

y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”[6]. 

  

2.1.3 Ahora bien, en la jurisprudencia de esta Corporación se puede observar cómo ha sido 

interpretada y aplicada esta presunción. Es importante recalcar que, en todo caso, se parte de la idea 

de que la misma constituye una sanción de la conducta procesal asumida por una de las partes debido 

a su negligencia o desinterés en la resolución del conflicto ius fundamental[7]. Así mismo, el juez 

constitucional está llamado a utilizarla como un medio para convencerse del acaecimiento de los 

hechos narrados por la parte demandante en razón a la celeridad e inmediatez de la acción de tutela 

y a la eficacia con la que se deben proteger los derechos fundamentales. Esto último, sin perjuicio de 

que la autoridad judicial estime necesario desplegar sus poderes oficiosos para determinar la 

ocurrencia de los hechos alegados por la parte demandante. 

  

Esta facultad de apreciación de la conducta procesal de la parte demandada para determinar el 

acaecimiento de los hechos alegados no es una potestad exclusiva del juez constitucional. Por el 

contrario, se halla incluso en la legislación procesal civil. Así, para citar tan sólo unos ejemplos, el 

CPC, al referirse a los indicios, contempla en el artículo 249 que “El juez podrá deducir indicios de 

la conducta procesal de las partes”. En el mismo sentido, el inciso 7º del artículo 208 del mencionado 

Código – que regula el interrogatorio de parte – dispone que “si el interrogado se negare a contestar 

o diere respuestas evasivas o inconducentes, el juez lo amonestará para que responda o para que lo 

haga explícitamente con prevención sobre los efectos de su renuncia (…)”; los cuales harán, según 
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el inciso primero de artículo 210 “(…) presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de 

confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas admisibles, contenidas en el interrogatorio 

escrito (…)”. 

  

2.1.4 Como fue indicado anteriormente, la Corte, a través de su jurisprudencia, se ha pronunciado en 

torno a la presunción de veracidad. Así, en la sentencia SU-813 de 2007 esta Corporación indicó 

que “(…) es pertinente recordar que el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 consagra la presunción 

de veracidad como un instrumento para sancionar el desinterés o negligencia de la autoridad pública 

o el particular contra quien se ha interpuesto una acción de tutela, particularmente porque dentro del 

plazo señalado por el juez, no rinde la información por éste solicitada (Art. 19 Decreto 2591 de 1991), 

logrando con ello que los hechos narrados por el accionante en la demanda de tutela sean tenidos 

como ciertos (…). En consecuencia, vistas las circunstancias propias de los casos objeto de revisión 

en esta sentencia, se tendrán por ciertos los hechos expuestos por los accionantes en cada una de sus 

acciones de tutela, respecto de aquellas partes vinculadas al trámite de dichas acciones de tutela, y 

que no intervinieron en ellas” (subrayas fuera del original)[8].   

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para 

sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando 

realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

                                                           
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
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se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

3. ALCANCE Y EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA. - 

 

La Corte Constitucional en múltiples oportunidades se ha pronunciado sobre el sentido y el alcance 

del derecho fundamental de petición y ha señalado de forma categórica que la Administración tiene 

la obligación de proferir una contestación pronta y de fondo en relación con los asuntos planteados 

por los administrados. Precisamente, esta Corporación ha señalado el alcance y ejercicio de este 

derecho fundamental en los siguientes términos: 

"a). El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b). El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 

cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se 

reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c). La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, 

clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

constitucional fundamental de petición. 

d). Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e). Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine. 

(...) 

g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 
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h). La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. 

i). El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más 

del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994."1 

 

Posteriormente, la Corte añadió a estos supuestos, otros dos: (i) que la falta de competencia de la 

entidad ante quien se presenta la solicitud no la exonera del deber de responder;2 y, (ii) que, ante la 

presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado. 

 

4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y ELEMENTOS 

ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 

El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda persona a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones 

privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución[13]. El marco jurídico de esta 

garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 

Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 

situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 

requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que tienen carácter reservado, entre 

estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el Legislador previó la posibilidad de que, en 

casos como estos, tales documentos puedan ser solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo 

del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no 

requiere de representación a través de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o 

escrita[17], a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 
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No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 

  

En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 

incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 

sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 

  

Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 

(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, en 

virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de petición 

cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o ambiguas[32], al 

considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve sustancialmente la 

materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, la respuesta, puede 

implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los intereses del 
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peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la respuesta 

dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 

  

La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 

al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 

 

Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 

  

“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto). 

 

4.4. La comisión; El principio de colaboración armónica entre órganos del Estado; Los principios de 

eficacia, economía y celeridad.   

 

4.4.1. La comisión.  La comisión se encuentra regulada en el Título II del Libro Primero del Código 

General del proceso. Su artículo 37 estipula que solo podrá conferirse la comisión para la práctica de 

pruebas, según lo establecido en el art. 171 del mismo estatuto; diligencias que deban surtirse fuera 

de la sede del juez de conocimiento y; para secuestro y entrega de bienes. Por su parte, el inciso 

tercero del artículo 38 señala que «[c]uando no se trate de recepción o práctica de pruebas podrá 

comisionarse a los alcaldes y demás funcionarios de policía, sin perjuicio del auxilio que deban 

prestar en la forma señala en el artículo anterior.» Frente a su práctica, el inciso tercero del artículo 

39 señala que para la práctica de pruebas el comitente señalará el término para su realización, 

teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 121 del CGP y que, en los demás casos, el comisionado 

fijará para tal efecto el día más próximo posible y la hora para su iniciación, mediante auto que se 

notificará por estado.  Para la Corte Constitucional, la comisión permite a los servidores públicos de 

la rama ejecutiva colaborar con la administración de justicia para la ejecución material de una 
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decisión judicial. No obstante, también se ha preguntado ¿qué sucede cuando ese mecanismo, en 

lugar de cumplir la finalidad para la cual fue establecido, se convierte en un instrumento dilatorio de 

las decisiones judiciales?3 En la sentencia T-1171 de 2003, la Corte Constitucional estudió un caso 

similar al aquí analizado, donde posterior a la comisión para la diligencia de entrega de inmueble, se 

le indicó que probablemente se realizaría un año después. En aquella providencia, el alto colegiado 

confirmó las decisiones de primera y segunda instancia que consideraron que la demora en la 

realización de la diligencia no obedeció a negligencia del funcionario sino al exceso y recargo de 

trabajo que debía asumir.   

 

4.4.2. El principio de colaboración armónica entre órganos del Estado. Reza el artículo 113 de la 

Constitución Política que los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero 

colaboran armónicamente para la realización de sus fines.  Frente a la relación de este principio con 

la comisión, la Corte Constitucional dijo lo siguiente:  «Para la práctica de la comisión, el artículo 

32 del Código de Procedimiento Civil, autoriza a los tribunales superiores y jueces comisionar a las 

autoridades judiciales de igual o inferior categoría y cuando no se trate de la recepción o práctica de 

pruebas, se podrá comisionar a los alcaldes y demás funcionarios de policía, lo cual, constituye un 

mecanismo de colaboración entre las ramas del poder público (CP. art. 113), en aras de garantizar la 

economía procesal y la eficacia en la administración de justicia, pues, como lo señaló esta 

Corporación “[T]omada por el juez la decisión de que un bien sea secuestrado o entregado, su 

providencia demanda ejecución material; precisamente, los alcaldes y funcionarios de policía, dentro 

del marco de la Constitución y de la ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la 

administración de justicia, la más eficaz colaboración”»4 En este orden, en aras de garantizar el 

servicio público de justicia, los jueces pueden comisionar a los alcaldes y funcionarios de Policía 

para que éstos de manera eficaz colaboren en la realización de las diligencias que el legislador 

determinó pueden ser desarrolladas por ellos.   

 

4.4.3. Los principios de eficacia, economía y celeridad. El artículo 209 de la Constitución Política 

señala que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 

fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad, mediante la descentralización, delegación y la desconcentración de funciones.  El artículo 

3 de la Ley 1437 de 2011 contienen los principios que las autoridades deben interpretar y aplicar en 

sus procedimientos, entre estos se encuentran los de eficacia, economía y celeridad, los cuales define 

así:   
 

«11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su 

finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones 

inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 

procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la 

actuación administrativa. 12. En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con 

austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel 

de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas. 13. En virtud del principio 

de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los procedimientos, e incentivarán el uso de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, a efectos de que los procedimientos se adelanten con 

diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas.» 
 

ANALISIS DEL CASO CONCRETO   

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que el 27 de abril de 2023, el Juzgado 3 

municipal de soledad Atlántico dentro del proceso con radicado 08-758-40-03-003-2022-

001, ordenó el cambio de secuestre para llevar a cabo diligencia secuestro en esa 

municipalidad. Nombrándose mediante auto calendado 13 de mayo de 2022 a la señora 

MARGARITA IRINA CASTRO PADILLA, y posteriormente mediante auto de fecha 13 de 
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mayo de 2022, y en su remplazo se nombro como secuestre al señor JOSE MARTIN 

AHUMADA ZAMBRANO.  

Por lo que el 21 de julio de 2023 el suscrito solicitó a la secretaria de gobierno se fijara fecha 

para llevar a cabo la diligencia de secuestro y hasta la fecha ha hecho caso omiso violando 

los postulados del debido proceso y la orden de un juez de la república.  

Y ante el incumplimiento el 10 de noviembre de 2023 presentó derecho de petición a las 

entidades acá demandadas y hasta la fecha no se fijado fecha de secuestro.  
 

A su turno el accionado SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD Y ALCALDIA DE 

SOLEDAD. No dieron contestación al requerimiento realizado por el despacho. Por lo que se le dará 

aplicación al articulo 20 del decreto 2591 de 1991. En este sentido, la Corte ha manifestado que: 

“La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Art. 20 Dec-ley 2591/91] encuentra 

sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de 

por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no 

se pueden desatender sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban 

cumplirlas servidores o entidades públicas[31]. Hecha la anterior precisión, la Corte ha 

establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los principios de 

inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los 

derechos constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política 

ha impuesto a las  de autoridades estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 

C.P.)[32].” 

 
Así las cosas, ante la no contestación por parte de la accionada SECRETARIA DE GOBIERNO 

DE SOLEDAD Y ALCALDIA DE SOLEDAD, antes y después de la petición, como de la acción 

tutelar, encuentra el despacho, que efectivamente existe una desidia por parte de este para con el 

accionante, en acudir a su llamado, conculcando así de esta manera sus derechos constitucionales y 

fundamentales, por tal motivo el despacho le ordenara que en el término de 48 horas siguientes a la 

notificación de la presente acción, de contestación inmediata, de fondo, clara, precisa, y debidamente 

notificada al señor PLASTICOS ASOCIADOS S.A., so pena de incurrir en las sanciones de ley.   

 

Ahora bien, respecto a lo solicitado por el actor, como es de ordenar a que la accionada proceda a 

fijar fecha para la diligencia, aunque se evidencia un desinterés por dar una solución pronta por parte 

de la accionadas pues como anteriormente se expuso no han dado tramite a la petición del actor, a la 

solicitud directa ante estas entidades, y menos a la presente acción constitucional. Así, un verdadero 

interés debe concretarse en acciones tendientes a resolver las comisiones de manera eficaz y célere, 

pues no puede considerarse como colaboración armónica que, recibida la comisión, ésta deba 

permanecer en un término extenso para se le fije fecha para ser realizada una diligencia de secuestro 

como es el caso del actor.   

 

Para resolver lo anterior, este despacho no desconoce el perjuicio causado al accionante por la demora 

en la práctica del secuestro del bien, sin embargo, no es posible ordenar la práctica de esa diligencia 

dentro de un tiempo determinado, pues se estaría vulnerando el derecho a la igualdad de otras 

personas que están en iguales o peores circunstancias que el accionante.  Por lo que, se estima 

pertinente, que las accionadas den tramite a la petición por este formulada, y que dentro de esta se le 

resuelva su solicitud de fijación de fecha de la diligencia, y en caso de que estas entidades no 

resuelvan la misma, el actor bien puede impetrar las acciones pertinentes, pues como anteriormente 

se indicó la acción de tutela no podría entrar a resolver la situación que hoy aqueja el actor con estos 

entes, por lo que se hace necesario que resuelvan la respectiva petición, y así determinar si esta 

entidades continúan vulnerando el derecho del accionante con su omisión.  
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En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Constitución. 
 

RESUELVE: 

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de PETICIÓN y DEBIDO PROCESO 

invocados por el accionante PLASTICOS ASOCIADOS S.A., contra SECRETARIA DE 

GOBIERNO DE SOLEDAD Y ALCALDIA DE SOLEDAD, conforme a lo expuesto en la parte 

considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD Y ALCALDIA 

DE SOLEDAD, para que, en el término de 48 horas, improrrogables, emita respuesta de fondo, clara, 

congruente, y debidamente notificada al señor PLASTICOS ASOCIADOS S.A., so pena de incurrir 

en las sanciones de ley. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

CUARTO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

QUINTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  
 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE, 
 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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